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Resumen 

La presente investigación analiza la evolución de la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional colombiana en materia de vinculación y nombramiento de docentes y 

etnoeducadores en comunidades indígenas. El estudio aborda la necesidad de armonizar las reglas 

generales que regulan el sistema educativo público con los derechos de los pueblos indígenas, 

particularmente la diversidad étnica y cultural, la autonomía, la identidad cultural, la participación 

y la consulta previa. Para el desarrollo de la investigación se empleó un enfoque cualitativo y un 

método de análisis jurisprudencial, mediante la identificación y estudio de decisiones judiciales 

relevantes, con el propósito de determinar la sentencia hito, las decisiones posteriores y las 

principales reglas y subreglas desarrolladas por la Corte Constitucional. El análisis toma como 

punto de partida la Sentencia C-208 de 2007 y examina las decisiones posteriores relacionadas con 

la participación de las comunidades indígenas en la selección de docentes, el nombramiento de 

etnoeducadores y la aplicación del precedente constitucional por parte de las autoridades 

administrativas. El análisis evidencia una evolución progresiva de la protección constitucional, 

que parte del reconocimiento de la necesidad de un régimen especial para la educación indígena y 

avanza hacia garantías más concretas relacionadas con la participación comunitaria, la educación 

culturalmente pertinente, el nombramiento de etnoeducadores y el respeto por la autonomía 

indígena. La línea jurisprudencial demuestra que el nombramiento de docentes en territorios 

indígenas no puede abordarse únicamente mediante las reglas generales, sino que debe considerar 

las características culturales, lingüísticas, organizativas y educativas propias de cada comunidad. 

Palabras clave: pueblos indígenas, etnoeducación, docentes indígenas, jurisprudencia 

constitucional, identidad cultural, consulta previa. 
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Abstract 

This research analyzes the evolution of the Colombian Constitutional Court's jurisprudence 

regarding the appointment and employment of teachers and ethno-educators in indigenous 

communities. The study addresses the need to harmonize the general rules governing the public 

education system with the rights of indigenous peoples, particularly ethnic and cultural diversity, 

autonomy, cultural identity, participation, and prior consultation. A qualitative approach and 

jurisprudential analysis method were used to identify relevant judicial decisions, determine the 

landmark judgment and subsequent decisions, and establish the main jurisprudential rules and sub-

rules developed by the Constitutional Court. The analysis takes as its starting point Judgment C-

208 of 2007 and examines subsequent decisions concerning the participation of indigenous 

communities in teacher selection, the appointment of ethno-educators, and the application of 

constitutional precedent by administrative authorities. The analysis shows a progressive 

development of constitutional protection, moving from the recognition of the need for a special 

regime for indigenous education toward more concrete guarantees regarding community 

participation, culturally appropriate education, the appointment of ethno-educators, and respect for 

indigenous autonomy. The jurisprudential line demonstrates that the appointment of teachers in 

indigenous territories cannot be addressed solely through general rules, but must take into account 

the cultural, linguistic, organizational, and educational characteristics of each community. 

Keywords: indigenous peoples, ethno-education, indigenous teachers, constitutional 

jurisprudence, cultural identity, prior consultation. 
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1. Introducción 

Colombia es un Estado que reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación. 

En este contexto, los pueblos indígenas tienen derecho a una educación que respete y desarrolle su 

identidad cultural, sus tradiciones, sus conocimientos y sus formas propias de organización 

(Constitución Política de Colombia, 1991, arts. 7 y 68). 

La vinculación de docentes y etnoeducadores que prestan sus servicios en comunidades 

indígenas constituye un asunto de especial relevancia jurídica, debido a la necesidad de armonizar 

las reglas generales del sistema educativo y del empleo público con los derechos de los pueblos 

indígenas, particularmente en materia de autonomía, participación, identidad cultural y consulta 

previa (Congreso de la República de Colombia, 1991; Organización Internacional del Trabajo 

[OIT], 1989). 

A partir de la Constitución Política de 1991 se desarrollaron diferentes disposiciones 

relacionadas con la educación de los grupos étnicos. Posteriormente, la aplicación del régimen 

general de profesionalización docente a los establecimientos educativos que atienden población 

indígena generó importantes debates constitucionales, especialmente a partir de la expedición del 

Decreto-Ley 1278 de 2002 (Presidencia de la República de Colombia, 2002). 

En este contexto, la Corte Constitucional ha desarrollado diferentes criterios sobre la 

vinculación y el nombramiento de docentes y etnoeducadores indígenas. Por ello, esta 

investigación busca identificar y analizar la evolución de dichos criterios jurisprudenciales y las 

principales reglas y subreglas construidas por la Corte Constitucional sobre esta materia. 
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2. Contexto del tema 

Los pueblos indígenas han desarrollado históricamente formas propias de construir y 

transmitir sus conocimientos, estrechamente relacionadas con sus tradiciones, territorios, lenguas 

y cosmovisiones. Por esta razón, la educación dirigida a estas comunidades requiere considerar 

sus particularidades culturales y organizativas. 

Antes de la Constitución Política de 1991 ya existían disposiciones orientadas al 

reconocimiento de estas particularidades, entre ellas el Decreto 1142 de 1978, relacionado con la 

educación de las comunidades indígenas y su participación en el diseño de los programas 

educativos. 

La Constitución Política de 1991 fortaleció este reconocimiento. El artículo 7 establece que 

el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación, mientras que el artículo 

68 reconoce el derecho de los grupos étnicos a una formación que respete y desarrolle su identidad 

cultural. 

Posteriormente, mediante la Ley 21 de 1991 se aprobó el Convenio 169 de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT), instrumento que reconoce derechos de los pueblos indígenas 

relacionados con su participación y con la protección de sus instituciones y formas propias de vida. 

En materia educativa también se expidieron la Ley 115 de 1994 y el Decreto 804 de 1995, que 

establecieron disposiciones relacionadas con la atención educativa de los grupos étnicos. 

Sin embargo, la expedición del Decreto-Ley 1278 de 2002, mediante el cual se estableció 

el Estatuto de Profesionalización Docente, generó una controversia respecto de su aplicación a los 

docentes y directivos docentes que prestan sus servicios en comunidades indígenas. 
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Esta situación fue analizada por la Corte Constitucional en la Sentencia C-208 de 2007. 

Posteriormente, diferentes decisiones de tutela desarrollaron criterios relacionados con la 

vinculación, la participación de las comunidades y el nombramiento de etnoeducadores. 

2.1 Delimitación del tema 

La investigación se delimita territorialmente a Colombia y, específicamente, a la 

vinculación de docentes y etnoeducadores que prestan sus servicios a pueblos y comunidades 

indígenas (Constitución Política de Colombia, 1991). 

Desde el punto de vista temático, el estudio se concentra en las decisiones de la Corte 

Constitucional relacionadas con la vinculación y el nombramiento de docentes y etnoeducadores 

en comunidades indígenas, especialmente frente a la aplicación del régimen general de 

profesionalización docente y al reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas (Corte 

Constitucional, Sentencia C-208 de 2007).  

Desde el punto de vista temporal, la investigación toma como punto de partida la Sentencia 

C-208 de 2007 y analiza las decisiones posteriores que desarrollan esta problemática, entre ellas 

las Sentencias T-379 de 2011, T-907 de 2011, T-801 de 2012, T-049 de 2013 y T-390 de 2013 

(Corte Constitucional de Colombia, 2011, 2012, 2013). 

2.2 Pregunta de investigación 

¿Cómo ha evolucionado la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana en materia 

de vinculación y nombramiento de docentes y etnoeducadores en comunidades indígenas, y cuáles 

son las principales reglas y subreglas jurisprudenciales construidas sobre esta materia? 
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3. Justificación 

El reconocimiento de la diversidad étnica y cultural constituye uno de los principios 

fundamentales del orden constitucional colombiano (Constitución Política de Colombia, 1991, art. 

7). En este contexto, garantizar una educación acorde con las características culturales de los 

pueblos indígenas representa una obligación estatal que involucra tanto la protección de derechos 

como el adecuado funcionamiento de la administración pública. 

La vinculación de docentes y etnoeducadores en comunidades indígenas resulta 

jurídicamente relevante porque involucra la relación entre las reglas generales de acceso al servicio 

público educativo y los derechos reconocidos a los pueblos indígenas, especialmente la autonomía, 

la identidad cultural, la participación y la consulta previa (Congreso de la República de Colombia, 

1991). 

Desde la perspectiva del Derecho Administrativo, el tema resulta relevante porque la 

vinculación de docentes implica actuaciones administrativas relacionadas con el nombramiento, la 

permanencia y la prestación del servicio público de educación (Presidencia de la República de 

Colombia, 2002). El estudio de la jurisprudencia permite identificar los criterios que deben 

observar las autoridades administrativas al adoptar decisiones relacionadas con docentes y 

etnoeducadores de comunidades indígenas. 

Por ello, esta investigación busca contribuir a la comprensión de la evolución 

jurisprudencial sobre la materia, identificando las principales reglas y subreglas desarrolladas por 

la Corte Constitucional. 
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4. Metodología 

La investigación se desarrolla mediante un enfoque cualitativo y un método de análisis 

jurisprudencial (Hernández Sampieri et al., 2014), orientado a identificar la evolución de los 

criterios establecidos por la Corte Constitucional en materia de vinculación y nombramiento de 

docentes y etnoeducadores en comunidades indígenas. 

De acuerdo con el problema de investigación, se realizará la identificación y selección de 

las decisiones judiciales relevantes, teniendo en cuenta su relación directa con la vinculación de 

docentes indígenas, la aplicación del régimen general de profesionalización docente, la 

participación de las comunidades y el nombramiento de etnoeducadores. 

El análisis permitirá identificar la “Sentencia Hito” y las sentencias intermedias, así como 

establecer las reglas y subreglas jurisprudenciales desarrolladas en las diferentes decisiones. 

4.1 Enfoque y método de análisis jurisprudencial 

El enfoque de la investigación es cualitativo, debido a que busca comprender el contenido 

y alcance de las decisiones de la Corte Constitucional y establecer la evolución de sus criterios 

frente a la vinculación de docentes y etnoeducadores indígenas (Corte Constitucional, Sentencia 

C-208 de 2007). 

El método corresponde al análisis jurisprudencial. Para ello se realizará la identificación 

del problema jurídico, el análisis de los hechos relevantes, las normas aplicables, la decisión 

adoptada y los fundamentos utilizados por la Corte Constitucional. 
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Asimismo, se identificarán las reglas y subreglas jurisprudenciales contenidas en las 

decisiones seleccionadas, con el propósito de establecer la evolución de la respuesta constitucional 

frente al problema investigado. 

Como punto de partida se selecciona la Sentencia C-208 de 2007 (Corte Constitucional, 

Sentencia C-208 de 2007), por su importancia en la definición del régimen aplicable a los docentes 

y directivos docentes en establecimientos educativos ubicados en territorios indígenas. 

Posteriormente se analizarán las decisiones que desarrollan esta problemática y que permitan 

construir la respectiva línea jurisprudencial. 

4.2 Instrumentos y técnicas utilizadas 

Como instrumento principal se utilizará la ficha de análisis jurisprudencial, mediante la 

cual se sistematizará la información relevante de cada sentencia seleccionada (López Medina, 

2006). 

Las fichas permitirán identificar, entre otros aspectos, la identificación de la providencia, 

los hechos relevantes, el problema jurídico, la decisión, los fundamentos constitucionales, la regla 

jurisprudencial y las subreglas desarrolladas. 

Como técnica de investigación se realizará la búsqueda, selección, lectura y análisis de las 

providencias de la Corte Constitucional relacionadas con el objeto de estudio. También se 

revisarán las normas constitucionales y legales relacionadas con la educación de los pueblos 

indígenas y la vinculación de docentes y etnoeducadores (Congreso de la República de Colombia, 

1991; Congreso de la República de Colombia, 1994). 
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Para esta primera etapa se realizará la selección inicial de las sentencias relevantes y la 

elaboración de las fichas jurisprudenciales correspondientes. La línea de tiempo y la matriz 

comparativa serán desarrolladas en las etapas posteriores de la investigación. 
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5. Desarrollo de la Investigación 

5.1 Fichas Jurisprudenciales 

FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 1 

Acción  ACCIÓN DE TUTELA 

Demandante Ananias Narvaez 

Demandado Cabildo De La Comunidad Indígena De El Tambo  

Número de 

sentencia 

T-254/94 

Fecha de 

sentencia 

30 De mayo 1994 

Magistrado 

ponente 

Eduardo Cifuentes Muñoz 

Tema 

principal del 

fallo 

La jurisdicción indígena, autonomía indígena y régimen unitario.  

Subtemas del 

fallo 

1) Vigencia de los derechos fundamentales. 

2) Principio de diversidad étnica y cultural. 

3) Penas de destierro y confiscación. 

Supuesto 

fáctico 

El ciudadano indígena Ananías Narváez, miembro de la comunidad indígena 

de El Tambo, en el departamento del Tolima, interpuso una acción de tutela 

contra la directiva de su propio cabildo indígena debido a que sus 

autoridades lo acusaron del delito de hurto y le impusieron a él y a su familia 

la sanción de expulsión de la comunidad y el despojo de sus parcelas de 

cultivo.  

El demandante argumentó que el cabildo violó sus derechos fundamentales 

al debido proceso, al trabajo, al buen nombre y que la expulsión equivalía a 

una "pena de destierro" y confiscación, ambas prohibidas expresamente por 

la Constitución colombiana. 

Ratio 

decidendi 

Las comunidades indígenas son verdaderas organizaciones, sujetos de 

derechos y obligaciones, que, por medio de sus autoridades, ejercen poder 

sobre los miembros que las integran hasta el extremo de adoptar su propia 

modalidad de gobierno y de ejercer control social, de acuerdo a sus usos y 

costumbres, y siempre que no sean contrarias a la constitución ni la ley, es 

decir, sin desconocer el régimen unitario nacional. 

1) Los derechos fundamentales, en tanto son inherentes a la persona humana, 

constituyen un verdadero límite al actuar de cualquier autoridad. La plena 

vigencia de los derechos fundamentales constitucionales en los territorios 

indígenas como límite al principio de diversidad étnica y constitucional es 

acogido en el plano del derecho internacional, particularmente en lo que tiene 

que ver con los derechos humanos como código universal de convivencia y 

diálogo entre las culturas y naciones, presupuesto de la paz, de la justicia, de 

la libertad y de la prosperidad de todos los pueblos. 
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2) El principio consagrado en el artículo 7º de la constitución merece un 

respeto y acatamiento altamente necesario, puesto que supone la aceptación 

de cosmovisiones y de estándares valorativos diversos, y que quieren 

mantenerse y fortalecerse.  Reconociendo que pueden ser hasta contrarios a 

los valores de una ética universalmente aceptada.  

3) Las sanciones o penas colectivas son contrarias al principio de que "nadie 

podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa 

...". Adicionalmente, la ley penal se erige sobre el principio de responsabilidad 

individual, que supone el juzgamiento del acusado y el respeto del principio 

de presunción de inocencia, presupuestos esenciales del poder sancionatorio 

del Estado o de los particulares que excepcionalmente ejercen funciones 

jurisdiccionales. La sanción debe ser individual sin afectar a terceros como su 

familia. 

Decisión La Corte, en ejercicio de la facultad de revisión de las sentencias de tutela, 

procederá a revocar las decisiones de primera y segunda instancia por 

encontrar que con la expulsión del peticionario y de su familia por parte de la 

comunidad indígena de El Tambo, se vulneró su derecho al debido proceso y 

el derecho a la integridad física de sus hijos. En consecuencia, la mencionada 

comunidad deberá adoptar una nueva decisión en lo referente a la conducta 

del peticionario, con estricta sujeción a las normas constitucionales del debido 

proceso, en particular cuidando de no vulnerar los derechos fundamentales de 

terceros ajenos a los hechos objeto de juzgamiento y sanción. 

En especial, se ordenará a los miembros del cabildo indígena de El Tambo, 

velar por la vida e integridad de ANANIAS NARVAEZ y de sus hijos durante 

el tiempo de su reintegro a la comunidad y mientras se adopta una 

determinación definitiva sobre su conducta, según sus normas y 

procedimientos, pero de conformidad con la Constitución y la ley. 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 2 

Acción ACCIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD 

Demandante Jaime Bocanegra Izquierdo, Rosalba Coll Rojas, Norma Hurtado Sánchez, 

Amparo Mosquera De García Y Alberto Ospina Cardona 

Demandado Artículos 1, 5 Y 40 De La Ley 89 De 1890  

Número de 

sentencia 

C-139/96 

Fecha de 

sentencia 

09 De abril 1996 

Magistrado 

ponente 

Dr. Carlos Gaviria Diaz 

Tema 

principal del 

fallo 

Jurisdicción especial indígena. Límites y alcances.   

Subtemas del 

fallo 

1) Principio de diversidad étnica y cultural 

2) Dignidad humana. 

3) Autonomía y aplicación de sanciones. 

4) Propiedad colectiva de los resguardos. 

Supuesto 

fáctico 

Un grupo de ciudadanos interpuso una demanda de inconstitucionalidad contra 

los artículos 1º, 5º y 40 de la Ley 89 de 1890. Los demandantes argumentaban 

que esta ley empleaba expresiones lingüísticas coloniales, peyorativas y 

degradantes que asimilaban a los indígenas con "salvajes" o menores de edad. 

Artículos acusados: El artículo 1º dividía a los indígenas en "salvajes", 

"semisalvajes" y "civilizados"; el artículo 5º regulaba el castigo de los 

"pequeños delitos" por parte de los cabildos; y el artículo 40 limitaba la 

capacidad civil y comercial de los nativos asemejándola a la de los menores 

de edad. 

Cargo constitucional: Se alegó la vulneración de los principios 

constitucionales de la dignidad humana, la igualdad y el reconocimiento de la 

diversidad étnica y cultural proclamados en la Constitución de 1991 

Ratio 

decidendi 

La vigencia de la jurisdicción indígena no está en suspenso esperando la 

expedición de una ley de coordinación con el sistema judicial nacional. La 

Constitución tiene efectos normativos directos, como lo ha afirmado esta Corte 

reiteradamente, de tal manera que, si bien es de competencia del legislador 

coordinar el funcionamiento de la jurisdicción indígena y la jurisdicción 

nacional, el funcionamiento mismo de ésta no depende de dicho acto del 

legislativo. Gran parte de esta jurisdicción está contenida en el artículo 246 e 

cual muestra los cuatro elementos centrales: la posibilidad de que existan 

autoridades judiciales propias de los pueblos indígenas, la potestad de éstos de 

establecer normas y procedimientos propios, la sujeción de dichas jurisdicción 

y normas a la Constitución y la ley, y la competencia del legislador para señalar 

la forma de coordinación de la jurisdicción indígena con el sistema judicial 

nacional. Los dos primeros elementos conforman el núcleo de autonomía 

otorgado a las comunidades indígenas -que se extiende no sólo al ámbito 
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jurisdiccional sino también al legislativo, en cuanto incluye la posibilidad de 

creación de "normas y procedimientos"-, mientras que los dos segundos 

constituyen los mecanismos de integración de los ordenamientos jurídicos 

indígenas dentro del contexto del ordenamiento nacional.  

1) La diversidad étnica y cultural, y el valor del pluralismo son entendidos 

como unos principios lo cual supone directrices generales para toda la nación. 

Por otro lado como unos derechos cuya eficacia puede ser lograda 

satisfactoriamente sólo si se permite un amplio espacio de libertad a las 

comunidades indígenas, y se deja el establecimiento de límites a la autonomía 

de éstas a mecanismos de solución de conflictos específicos, como las acciones 

ordinarias o la acción de tutela. 

2) La terminología: "salvajes" y "reducción a la civilización" desconoce tanto 

la dignidad de los miembros de las comunidades indígenas como el valor 

fundamental de la diversidad étnica y cultural. Una concepción pluralista de 

las relaciones interculturales, como la adoptada por la Constitución de 1991, 

rechaza la idea de dominación implícita en las tendencias integracionistas. Los 

grupos étnicos, calificados hace un siglo como "salvajes", son considerados 

por la Constitución actual como comunidades culturales diferentes y las 

personas que las constituyen, en consecuencia, tratadas como portadoras de 

otros valores, con otras metas y otras ilusiones que las tradicionalmente 

sacralizadas con el sello de occidente. No son ya candidatos a sufrir el proceso 

benévolo de reducción a la cultura y a la civilización, sino sujetos culturales 

plenos, en función de la humanidad que encarnan, con derecho a vivir a tono 

con sus creencias y a perseguir las metas que juzgan plausibles, dentro del 

marco ético mínimo que la propia Constitución señala. 

3) La autonomía es un precepto que consagra el autogobierno indígena, cuyo 

ejercicio puede ser limitado sólo por las disposiciones de la Carta y las 

expedidas por el legislador, que a su vez deben ser conformes a aquéllas. Ni el 

gobierno nacional ni las autoridades eclesiásticas están autorizadas por la 

Constitución para intervenir en la esfera del gobierno indígena. La posibilidad 

de señalar sanciones por faltas contra la moral, entendida ésta como el 

conjunto de usos y costumbres de la comunidad, no contraría las disposiciones 

de la Constitución Política. Por el contrario, es un desarrollo del campo de 

autonomía amplio otorgado a las comunidades por los artículos 7 y 246 de la 

Carta con el fin de preservar los usos y costumbres de éstas. "Las autoridades 

de los pueblos indígenas", no determinadas personas, son las llamadas a 

aplicar las sanciones. La restricción introducida por vía legislativa desconoce 

la garantía amplia establecida por el constituyente en favor de la diversidad 

étnica y cultural en materia de administración de justicia pues cada comunidad 

tiene formas diversas de resolución de conflictos, a cargo de personas que no 

siempre son los gobernadores del cabildo y que, incluso, pueden ser órganos 

colectivos. Conforme a lo que se ha sostenido, corresponde al juez en cada 

caso trazar dichos límites, y al legislador establecer directivas generales de 

coordinación entre los ordenamientos jurídicos indígenas y el nacional que, 

siempre dentro del respeto del principio de la diversidad étnica y cultural, 
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armonicen de manera razonable la aplicación de éste con las disposiciones de 

la Carta. 

4) El Constituyente de 1991 con el fin de proteger la integridad territorial y 

cultural de los pueblos indígenas estableció la propiedad colectiva de los 

resguardos y de las tierras comunales de las etnias asignándoles, entre otros, 

el carácter de inenajenables, inalienables e imprescriptibles de manera que no 

pueden ser objeto de venta o transacción alguna por parte de ninguno de los 

miembros que conforman la comunidad indígena ni externos. Quiso así el 

Constituyente defender las tierras de los pueblos indígenas como colectividad 

sujeta a tratamiento especial. 

Decisión Declarar INEXEQUIBLES (inconstitucionales) los artículos 1º y 40 de la Ley 

89 de 1890, expulsando definitivamente del ordenamiento jurídico las 

calificaciones coloniales y la restricción civil a la capacidad de los indígenas. 

Declarar INEXEQUIBLE el artículo 5º de la misma ley. La Corte aclaró que 

esto no despojaba de funciones judiciales a los cabildos, sino todo lo contrario: 

significaba que la facultad punitiva de las comunidades indígenas ya no 

dependía de los estrechos límites penales fijados por una ley de 1890 

("pequeños delitos"), sino que se fundamenta de forma plena, directa y amplia 

en la propia Constitución de 1991. 

 

 

  



17 

 
 

FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 3 

Acción ACCION DE TUTELA 

Demandante Jaime Cordoba Triviño, Defensor Del Pueblo, En Representación Del Grupo 

Etnico U'wa 

Demandado Consejo De Estado -Sala Plena De Lo Contencioso Administrativo 

Número de 

sentencia 

Su-039/97  

Fecha de 

sentencia 

03 De febrero De 1997 

Magistrado 

ponente 

Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL 

Tema 

principal del 

fallo 

Derechos fundamentales de las comunidades indígenas.  

Subtemas del 

fallo 

1) Finalidad de la consulta a las comunidades indígenas. 

2) Alcance de la consulta a la comunidad indígena. 

3) Acción de Tutela VS suspensión de acto administrativo. 

Supuesto 

fáctico 

El Defensor del Pueblo interpuso una acción de tutela en representación de la 

Comunidad Indígena U'wa, asentada en Boyacá, Santander y Norte de 

Santander, por la siguiente razón: 

El Ministerio de Ambiente había otorgado una licencia ambiental a la empresa 

Occidental de Colombia (Oxy) para realizar labores de exploración sísmica 

petrolera en el proyecto "Bloque Samoré". Gran parte de este proyecto 

petrolero se traslapaba con el territorio ancestral de los U'wa. El Gobierno 

realizó reuniones informativas masivas y genéricas, pero no adelantó un 

verdadero proceso de consulta previa concertado, de buena fe e informado con 

las autoridades legítimas de la comunidad. 

Los U'wa alegaron que la exploración y eventual explotación de hidrocarburos 

amenazaba su supervivencia física, económica y cultural (vulnerando su 

conexión espiritual con la "madre tierra"), así como su derecho fundamental a 

la participación democrática. 

Ratio 

decidendi 

La Corte había considerado que la comunidad indígena ha dejado de ser una 

realidad fáctica y legal para ser sujeto de derechos fundamentales; es decir, que 

éstos no sólo se predican de sus miembros individualmente considerados, sino 

de la comunidad misma que aparece dotada de singularidad propia, la que 

justamente es el presupuesto del reconocimiento expreso que la Constitución 

hace "a la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana". La explotación 

de los recursos naturales en los territorios indígenas debe hacerse compatible 

con la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, cultural 

y económica de las comunidades indígenas, integridad que configura un 

derecho fundamental para la comunidad por estar ligada a su subsistencia como 

grupo humano y como cultura. Para asegurar dicha subsistencia se ha previsto, 

cuando se trate de realizar la explotación de recursos naturales en territorios 
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indígenas, la participación de la comunidad en las decisiones que se adopten 

para autorizar dicha explotación.  

1) La institución de la consulta a las comunidades indígenas que pueden 

resultar afectadas con motivo de la explotación de los recursos naturales, 

comporta la adopción de relaciones de comunicación y entendimiento, 

signadas por el mutuo respeto y la buena fe entre aquéllas y las autoridades 

públicas, tendientes a buscar: a) Que la comunidad tenga un conocimiento 

pleno sobre los proyectos destinados a explorar o explotar los recursos 

naturales en los territorios que ocupan o les pertenecen, los mecanismos, 

procedimientos y actividades requeridos para ponerlos en ejecución. b) Que 

igualmente la comunidad sea enterada e ilustrada sobre la manera como la 

ejecución de los referidos proyectos puede conllevar una afectación o 

menoscabo a los elementos que constituyen la base de su cohesión social, 

cultural, económica y política y, por ende, el sustrato para su subsistencia como 

grupo humano con características singulares. c) Que se le de la oportunidad 

para que libremente y sin interferencias extrañas pueda, mediante la 

convocación de sus integrantes o representantes, valorar conscientemente las 

ventajas y desventajas del proyecto sobre la comunidad y sus miembros, ser 

oída en relación con las inquietudes y pretensiones que presente, en lo que 

concierna a la defensa de sus intereses y, pronunciarse sobre la viabilidad del 

mismo. Se busca que la comunidad tenga una participación activa y efectiva 

en la toma de la decisión que deba adoptar la autoridad, la cual en la medida 

de lo posible debe ser acordada o concertada. 

2) Cuando no sea posible el acuerdo o la concertación, la decisión de la 

autoridad debe estar desprovista de arbitrariedad y de autoritarismo; en 

consecuencia, debe ser objetiva, razonable y proporcionada a la finalidad 

constitucional que le exige al Estado la protección de la identidad social, 

cultural y económica de la comunidad indígena. En todo caso deben arbitrarse 

los mecanismos necesarios para mitigar, corregir o restaurar los efectos que las 

medidas de la autoridad produzcan o puedan generar en detrimento de la 

comunidad o de sus miembros. No tiene por consiguiente el valor de consulta 

la información o notificación que se le hace a la comunidad indígena sobre un 

proyecto de exploración o explotación de recursos naturales. La participación 

no se reduce meramente a una intervención en la actuación administrativa 

dirigida a asegurar el derecho de defensa de quienes van a resultar afectados 

con la autorización de la licencia ambiental, sino que tiene una significación 

mayor por los altos intereses que ella busca tutelar, como son los atinentes a la 

definición del destino y la seguridad de la subsistencia de las referidas 

comunidades.         

3) Procede la tutela como mecanismo definitivo, cuando la persona afectada 

en su derecho fundamental no cuenta con acción contenciosa administrativa. 

También, en el evento de que no sea posible a través de la acción contenciosa 

administrativa, controvertir la violación del derecho fundamental o dicha 

acción se revela insuficientemente idónea o ineficaz para la efectiva protección 

del derecho. Procede la tutela como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable, cuando el afectado en su derecho fundamental dispone 
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de acción contenciosa pero no procede la suspensión provisional. A diferencia 

de la acción de tutela que persigue la efectiva protección de los derechos 

constitucionales fundamentales amenazados o vulnerados, la suspensión 

provisional, se encuentra estructurada bajo la concepción muy limitada de ser 

una medida excepcional, con base constitucional pero con desarrollo legal, que 

busca impedir provisionalmente la ejecución de actos administrativos que son 

manifiestamente violatorios del ordenamiento jurídico y cuando en algunos 

casos, además, su ejecución pueda ocasionar perjuicios a una persona. Dicha 

institución fue concebida como mecanismo de protección de derechos con 

rango legal, sin que pueda pensarse de modo absoluto que eventualmente no 

pueda utilizarse como instrumento para el amparo de derechos constitucionales 

fundamentales; pero lo que si se advierte es que dados los términos estrictos 

en que el legislador condicionó su procedencia, no puede considerarse, en 

principio, como un mecanismo efectivo de protección de dichos derechos. 

Decisión Conceder de forma transitoria la tutela para proteger los derechos 

fundamentales a la participación, a la integridad cultural y al debido proceso 

de la comunidad indígena U'wa. 

Ordenar al Ministerio de Ambiente y al Ministerio del Interior que, en el 

término de treinta días, adelantaran el proceso de consulta con la comunidad 

U'wa respecto al proyecto del "Bloque Samoré", con el fin de llegar a una 

concertación sobre los impactos y compensaciones. 

Suspender los efectos de la licencia ambiental previamente otorgada a la 

petrolera Oxy hasta que no se acreditara el cumplimiento riguroso, formal y de 

buena fe de dicho proceso de consulta previa. 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 4 

Acción ACCIÓN DE TUTELA 

Demandante Álvaro De Jesús Torrres Forero Y Ipuc 

Demandado Autoridades Indígenas Del Pueblo Arhuaco: Sierra Nevada De Santa 

Marta. 

Número de 

sentencia 

Su-510/98   

Fecha de 

sentencia 

18 De septiembre De 1998  

Magistrado 

ponente 

Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz  

Tema principal 

del fallo 

El derecho a la libertad de conciencia y cultos frente a la diversidad étnica 

y cultural. 

Subtemas del fallo 1) El resguardo indígena IKA o Arhuaco y su cosmovisión. 

2) Principio de diversidad étnica 

3) La autonomía de las autoridades indígenas. 

4) Propiedad colectiva de los territorios indígenas. 

Supuesto fáctico Miembros del pueblo Arhuaco convertidos al evangelismo, respaldados 

por la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia (IPUC), interpusieron tutela 

contra las autoridades tradicionales (Mamos) en la Sierra Nevada de Santa 

Marta, por haberlos expulsado del territorio indígena del pueblo arhuaco 

e impedir la libertad religiosa de los indígenas.  

Según las autoridades indígenas del pueblo arhuaco (Mamos), los 

Indígenas evangélicos establecieron un templo dentro del resguardo, 

contraviniendo la «Ley de Origen» arhuaca. Por lo anterior, las 

autoridades tradicionales ordenaron el cierre del templo, decomisaron 

biblias y limitaron los cultos cristianos en el territorio. 

Los indígenas evangélicos, con el respaldo de la Iglesia Pentecostal Unida 

de Colombia, alegaron la violación de la libertad de cultos, conciencia y 

debido proceso. 

Ratio decidendi El fallo se fundamenta en que la cosmovisión, usos, costumbres, 

tradiciones y prácticas del pueblo indígena chocan con los dogmas y 

prácticas de la doctrina evangélica. Frente a esto las autoridades 

tradicionales están dotadas de ciertas garantías legales y jurisdiccionales, 

como la autonomía, con lo cual pueden proteger su comunidad y su 

cultura, todo encerrado dentro del principio de la diversidad étnica y 

cultural. Permitir la IPUC implica un claro atentado contra la preservación 

de la diversidad étnica y cultura. La libertad de cultos encuentra aquí un 

limitante, pues no puede vulnerar otras normas ni atentar contra la 

propiedad colectiva que son los resguardos. 

1) El resguardo indígena Ika o Arhuaco tiene una organización civil y 

política, un mundo espiritual y religioso, su ley de la madre o ley de 

origen, entre otros aspectos que lo hacen un pueblo diferente, con 

principios y valores particulares, donde prima lo colectivo sobre lo 

individual. En cuanto a algunas especificidades del sistema jurídico, 
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religioso y político se puede identificar el rol que tienen los Mamos, y que 

son quienes imponen las sanciones de acuerdo a sus creencias que chocan 

con los dogmas fundamentales y prácticas de la Iglesia Pentecostal Unida 

de Colombia "IPUC". Su cosmovisión es incompatible con doctrina 

evangélica. En la cultura Ika - a diferencia de otras culturas - existe una 

estrecha relación entre el ámbito de lo sacro - la religión - y el de lo 

profano - lo político y lo jurídico -. Las prácticas rechazadas por la IPUC, 

forman parte del nódulo esencial de la filosofía práctica y religiosa de los 

Ika y su incumplimiento está catalogado por el sistema jurídico arhuaco 

como una falta que puede generar, incluso, la expulsión del resguardo. El 

cambio de mentalidad religiosa implica, necesariamente, un proceso 

profundo y radical de sustitución cultural, con independencia de que 

ciertas apariencias formales - como el vestido, el largo del cabello, etc.- 

se mantengan intactas. 

2) El principio de diversidad e integridad personal no es simplemente una 

declaración retórica, sino que constituye una proyección, en el plano 

jurídico, del carácter democrático, participativo y pluralista de la 

república colombiana y obedece a "la aceptación de la alteridad ligada a 

la aceptación de la multiplicidad de formas de vida y sistemas de 

comprensión del mundo diferentes de los de la cultura occidental." La 

Constitución Política permite al individuo definir su identidad con base 

en sus diferencias específicas y en valores étnicos y culturales concretos, 

y no conforme a un concepto abstracto y general de ciudadanía, como el 

definido por los Estados liberales unitarios y monoculturales. Lo anterior 

traduce un afán válido por adaptar el derecho a las realidades sociales, a 

fin de satisfacer las necesidades de reconocimiento de aquellos grupos 

que se caracterizan por ser diferentes en cuestiones de raza, o cultura. En 

suma, el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural obedece al 

imperativo de construir una democracia cada vez más inclusiva y 

participativa y de ser consecuentes, de otro lado, en la concepción según 

la cual la justicia constituye un ideal incompleto si no atienden a las 

reivindicaciones de reconocimiento de los individuos y comunidades. 

3) Las comunidades indígenas, tienen un status especial que se manifiesta 

en el ejercicio de facultades normativas y jurisdiccionales dentro de su 

ámbito territorial de acuerdo con sus valores culturales propios. 

Igualmente, la Carta les confiere el derecho de gobernarse por autoridades 

propias según sus usos y costumbres; consagra una circunscripción 

electoral especial para la elección de senadores y representantes; y, les 

garantiza el pleno ejercicio del derecho de propiedad de sus resguardos y 

territorios. Las limitaciones a que se encuentran sujetos los principios de 

diversidad étnica y cultural y de autonomía de las comunidades indígenas 

surgen del propio texto constitucional, el cual determina, por una parte, 

que Colombia es un Estado unitario con autonomía de sus entidades 

territoriales y, de otro lado, que la autonomía política y jurídica de las 

comunidades indígenas, es decir, la capacidad para gobernarse y ejercer 

funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, puede ejercerse 
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conforme a sus usos y costumbres, siempre y cuando éstos no sean 

contrarios a la Constitución y a la ley. Esto es que, la Carta Política 

consagre un régimen de conservación de la diversidad dentro de la unidad. 

Los límites susceptibles de ser impuestos a la autonomía normativa y 

jurisdiccional de tales comunidades, sólo sean aquellos que se encuentren 

referidos "a lo que verdaderamente resulta intolerable por atentar contra 

los bienes más preciados del hombre." Actos arbitrarios que lesionen 

gravemente la dignidad humana. Al definir las faltas y las sanciones, 

deben hacerlo con sujeción a los principios mínimos del debido proceso. 

Adicionalmente deben respetar un contenido mínimo del principio de 

igualdad en el sentido de que no pueden aplicar sanciones más gravosas 

simplemente porque la persona en ejercicio de su libertad religiosa opta 

por un credo distinto. Si bien las autoridades tradicionales tienen 

autonomía para establecer sus faltas, la sanción a una persona por el mero 

hecho de profesar el culto evangélico es arbitraria, pues la mera creencia 

no amenaza gravemente la supervivencia de la cultura y, en cambio, sí 

viola el núcleo esencial de la libertad de cultos. No obstante, la creencia 

en el evangelio puede implicar que se incumplan las normas tradicionales 

de la comunidad por ser incompatibles con los mandatos bíblicos. En este 

caso, las autoridades están en su derecho de sancionar a quien no obedece 

en los términos en los que deben obedecer los restantes miembros de la 

comunidad.  

4) Las comunidades indígenas, son sujetos de derechos fundamentales. 

Ha precisado que los derechos de las comunidades indígenas no deben ser 

confundidos con los derechos colectivos de otros grupos humanos. Con 

base en la anterior doctrina, ha señalado que los derechos fundamentales 

de los cuales son titulares las comunidades indígenas son, básicamente, el 

derecho a la subsistencia, derivado de la protección constitucional a la 

vida; el derecho a la integridad étnica, cultural y social, el cual se 

desprende no sólo de la protección a la diversidad y del carácter pluralista 

de la nación sino, también, de la prohibición de toda forma de 

desaparición forzada; el derecho a la propiedad colectiva; y, el derecho a 

participar en las decisiones relativas a la explotación de recursos naturales 

en sus territorios. La propiedad colectiva que las comunidades indígenas 

ejercen sobre sus resguardos y territorios tiene el carácter de derecho 

fundamental, no sólo porque tales territorios constituyen su principal 

medio de subsistencia sino, también, porque forman parte de su 

cosmovisión y religiosidad. En tanto propietarias de sus territorios, las 

comunidades indígenas son titulares de todas las prerrogativas que el 

artículo 669 del Código Civil otorga a los titulares del derecho de 

propiedad, lo cual apareja el deber de los terceros de respetar el anotado 

derecho. Esta propiedad impone restricciones específicas a los miembros 

de la sociedad mayoritaria. Debe reconocerse que la comunidad Ika goza 

de un altísimo grado de conservación cultural y, en consecuencia, su nivel 

de autonomía es muy amplio.  
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Decisión La Corte Constitucional amparó el derecho colectivo del pueblo Arhuaco 

sobre la libertad de cultos individual de los demandantes dentro del 

resguardo, por lo anterior, negó el amparo solicitado por los indígenas 

evangélicos.  

Se declararon legítimas las restricciones impuestas por las autoridades 

tradicionales del pueblo arhuaco (Mamos) por ser en defensa de su 

cultura. Pero también, se instó a respetar la integridad física de los 

disidentes y a realizar cultos fuera del territorio tradicional. 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 5 

Acción ACCION DE TUTELA 

Demandante Organización De Los Pueblos Indígenas De La Amazonía Colombiana 

(OPIAC).  

Demandado Presidencia De La República, Consejo Nacional De Estupefacientes (Cne), 

Policía Nacional Y Ministerios Del Interior, Justicia Y Ambiente. 

Número de 

sentencia 

SU-383-2003.  

Fecha de 

sentencia 

13 De mayo De 2003.  

Magistrado 

ponente 

Dr. Álvaro Tafur Galvis  

Tema 

principal del 

fallo 

El derecho fundamental a la consulta previa de comunidades indígenas 

respecto a la aspersión aérea con glifosato para erradicar cultivos ilícitos en 

sus territorios. 

Subtemas del 

fallo 

1) Convenio 169 de la OIT y protección a la integridad étnica/cultural. 

2) Procedibilidad de la tutela para derechos étnicos y límites del orden 

público. 

3) Uso de la acción popular para defensa ambiental.  

Supuesto 

fáctico 

La Organización de los Pueblos Indígenas de la Amazonía Colombiana 

(OPIAC) interpuso una acción de tutela en representación de las comunidades 

nativas de los departamentos de Amazonas, Caquetá, Guainía, Guaviare, 

Putumayo y Vaupés a raíz de la implementación del programa PECIG 

El Gobierno Nacional, a través del Consejo Nacional de Estupefacientes 

(CNE) y la Policía Nacional, puso en marcha el Programa de Erradicación de 

Cultivos Ilícitos mediante la Aspersión Aérea con el Herbicida Glifosato 

(PECIG). Las aeronaves del Estado fumigaron extensas zonas geográficas de 

la Amazonía que coincidían directamente con resguardos indígenas 

legalmente constituidos y territorios ancestrales. 

La OPIAC demostró que la aspersión aérea no fue selectiva. El glifosato cayó 

sobre cultivos lícitos de pancoger (chagras que garantizan la soberanía 

alimentaria indígena), fuentes de agua potable y plantas sagradas de uso 

medicinal y ritual (como la coca tradicional). Esto desató problemas de salud 

en la piel y el sistema respiratorio de la población, además de forzar 

desplazamientos internos. 

Las entidades públicas demandadas omitieron de forma absoluta realizar 

cualquier tipo de acercamiento, diálogo o concertación con las autoridades 

tradicionales de la Amazonía antes de iniciar las descargas químicas, bajo el 

argumento de que la lucha contra el narcotráfico era un asunto de orden 

público urgente e inaplazable. 

Ratio 

decidendi 

La Sala Plena de la Corte Constitucional unificó su jurisprudencia basándose 

en un principio de balance entre los deberes del Estado frente al delito 

(cultivos ilícitos) y la protección constitucional de la diversidad étnica, para 

lo cual expuso las siguientes razones: 
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Imposibilidad del Orden Público ante los Derechos Humanos: La Corte 

determinó que la persecución del narcotráfico y la preservación del orden 

público son fines legítimos del Estado, pero no son fines absolutos. El 

combate al delito no puede ser una "patente de corso" para arrasar con la 

integridad física, alimentaria y cultural de las minorías étnicas. 

Inclusión del Convenio 169 de la OIT: Se ratificó que el derecho a la consulta 

previa es de rango fundamental debido a que el Convenio 169 de la OIT forma 

parte del bloque de constitucionalidad. Cualquier medida administrativa 

susceptible de afectar directamente a las comunidades (como esparcir 

químicos sobre su entorno habitual) activa de inmediato la obligación del 

Estado de consultar. 

El Territorio como Concepto Integral: La Corte razonó que para el indígena 

el territorio no es un mero recurso económico, sino un espacio sagrado, 

cultural y vital. Dañar el ecosistema amazónico mediante la fumigación 

indiscriminada equivale a vulnerar la supervivencia misma del pueblo 

aborigen. 

Naturaleza Jurídica de la Consulta: La consulta previa no es un mero trámite 

administrativo ni una notificación unilateral ("socialización"). Debe ser un 

proceso intercultural de buena fe, con información bilingüe previa, técnica y 

transparente, cuyo objetivo sea llegar a un acuerdo o consentimiento sobre el 

cómo mitigar el impacto ambiental y social 

Decisión La Corte Constitucional resolvió revocar las sentencias de instancia que 

habían negado el amparo y, en su lugar, profirió las siguientes órdenes 

definitivas: 

Conceder el Amparo: Proteger con carácter de urgencia los derechos 

fundamentales a la consulta previa, a la identidad e integridad étnica, cultural, 

social y económica de los pueblos indígenas amazónicos integrados en la 

OPIAC. 

Orden de Suspensión Condicionada: Ordenar al Consejo Nacional de 

Estupefacientes (CNE), a los Ministerios del Interior y Justicia, de Ambiente, 

Vivienda y Desarrollo Territorial, y a la Policía Nacional, que suspendieran 

las actividades de aspersión aérea con glifosato en los territorios de los 

resguardos indígenas de la Amazonía, hasta tanto se agotara el debido proceso 

de consulta previa. 

Conformación de Espacios de Concertación: Disponer que el Gobierno 

Nacional debía convocar formalmente a las autoridades tradicionales de la 

OPIAC para diseñar e implementar conjuntamente un procedimiento de 

consulta. En este espacio se debían evaluar los efectos nocivos del glifosato, 

buscar alternativas de erradicación manual concertada y diseñar planes de 

mitigación o indemnización por los daños causados en su seguridad 

alimentaria y salud. 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 6 

Acción ACCIÓN PÚBLICA DE INCONSTITUCIONALIDAD. 

Demandante William López Tovar. 

Demandado Decreto-Ley 1278 De 2002, Estatuto De Profesionalización Docente. 

Número de 

sentencia 

C-208-2007. 

Fecha de 

sentencia 

21 De marzo De 2007. 

Magistrado 

ponente 

Rodrigo Escobar Gil. 

Tema 

principal del 

fallo 

Aplicación del Estatuto de Profesionalización Docente a docentes y directivos 

docentes de establecimientos educativos ubicados en territorios indígenas que 

atienden población indígena. 

Subtemas del 

fallo 

1) Diversidad étnica y cultural.  

2) Identidad educativa de los pueblos indígenas.  

3) Derecho a educación especial.  

4) Consulta previa.  

5) Omisión legislativa relativa.  

6) Carrera docente y concurso de méritos.  

7) Vinculación de docentes indígenas.  

8) Etnoeducación. 

Supuesto 

fáctico 

El demandante cuestionó el Decreto-Ley 1278 de 2002 porque establecía un 

régimen general de profesionalización docente sin prever reglas especiales 

para la vinculación, administración y formación de docentes y directivos 

docentes de comunidades indígenas. Consideró que ello desconocía sus 

particularidades culturales, educativas y lingüísticas. 

Ratio 

decidendi 

La Corte señaló que el derecho de las comunidades indígenas a una educación 

que respete y desarrolle su identidad cultural comprende la necesidad de un 

tratamiento especial respecto de la vinculación, administración y formación 

de sus docentes y directivos docentes. La educación indígena no puede ser 

concebida únicamente con los parámetros de la educación mayoritaria, pues 

debe responder a las lenguas, conocimientos, costumbres, formas de 

organización y cosmovisiones propias de cada pueblo. 

La Corte precisó que el sistema de carrera y el concurso público de méritos no 

son, por sí mismos, contrarios a la Constitución. Sin embargo, el Decreto-Ley 

1278 de 2002 incurrió en una omisión legislativa relativa al regular de forma 

general el régimen docente sin incluir reglas especiales para los grupos 

étnicos, pese a que la Constitución y el Convenio 169 de la OIT exigen 

proteger su identidad cultural y garantizar su participación en asuntos que los 

afectan directamente. 

Por tanto, mientras el legislador expidiera un estatuto especial de 

profesionalización docente para los pueblos indígenas, debían aplicarse 

transitoriamente las disposiciones de la Ley 115 de 1994 y demás normas 

complementarias sobre etnoeducación. 
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Decisión La Corte declaró exequible condicionalmente el Decreto-Ley 1278 de 2002. 

Estableció que la norma no era aplicable a las situaciones administrativas 

relacionadas con la vinculación, administración y formación de docentes y 

directivos docentes de establecimientos educativos estatales ubicados en 

territorios indígenas que atienden población indígena. Ordenó que, de manera 

transitoria, se aplicaran la Ley General de Educación y las normas 

complementarias, hasta que el legislador expidiera una regulación especial. 
(Corte Constitucional, C-208 de 2007). 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 7 

Acción ACCIÓN DE TUTELA. 

Demandante Camilo Ernesto Rodríguez Quispe, En Representación Del Resguardo 

Indígena Quillasinga “Refugio Del Sol”; Y Diva Lucía Zúñiga Samboní. 

Demandado Municipio De Pasto Y Su Secretaría De Educación Municipal; Departamento 

Del Cauca Y Su Secretaría De Educación Departamental. 

Número de 

sentencia 

T-379-2011. 

Fecha de 

sentencia 

12 De Mayo De 2011. 

Magistrado 

ponente 

Humberto Antonio Sierra Porto. 

Tema 

principal del 

fallo 

Consulta previa y protección de la educación con identidad cultural frente a 

concursos de méritos y desvinculación de docentes indígenas provisionales.  

Subtemas del 

fallo 

1)  Consulta previa.  

2) Educación con identidad cultural.  

3) Concurso de méritos y vacantes docentes.  

4)  Docentes indígenas provisionales. 

Supuesto 

fáctico 

Docentes indígenas del Resguardo Quillasinga fueron desvinculados de la 

Institución Educativa Municipal El Encano, en Pasto, después de un concurso 

de méritos. La comunidad alegó que no fue consultada, pese a que la decisión 

afectaba directamente su educación y su identidad cultural. 

Ratio 

decidendi 

La Corte reiteró que las comunidades indígenas son titulares del derecho 

fundamental a la consulta previa cuando una medida administrativa puede 

afectar directamente su identidad, autonomía, organización o modelo 

educativo. La provisión de cargos docentes en establecimientos que atienden 

población indígena incide en la posibilidad de que la educación responda a las 

particularidades culturales de la comunidad; por ello, no puede adelantarse de 

manera automática mediante los procedimientos generales de concurso. 

La Corte explicó que, antes de reportar vacantes de docentes o directivos 

docentes en instituciones oficiales que atienden población indígena para los 

concursos públicos de méritos, las autoridades territoriales deben convocar 

consulta previa. Esta consulta debe permitir establecer criterios para 

identificar cuáles vacantes se excluyen temporalmente del concurso general, 

mientras se expide la regulación especial prevista en la Sentencia C-208 de 

2007. (Corte Constitucional, T-379 de 2011). 

Decisión La Corte revocó el fallo de segunda instancia y concedió el amparo del 

derecho a la consulta previa de la comunidad Quillasinga. Ordenó al 

Municipio de Pasto y a su Secretaría de Educación reubicar a los docentes que 

habían reemplazado a los maestros indígenas y, posteriormente, reintegrar 

provisionalmente a los docentes desvinculados. 

Asimismo, ordenó al Ministerio de Educación Nacional expedir una directiva 

para que las entidades territoriales realizaran consulta previa antes de reportar 

vacantes a concursos de méritos en instituciones que atienden población 
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indígena. (Corte Constitucional, T-379 de 2011). Respecto de Diva Lucía 

Zúñiga Samboní, confirmó la improcedencia de la tutela, al considerar que 

contaba con otro medio judicial de defensa. 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 8 

Acción ACCION DE TUTELA. 

Demandante Inty Wayna Chikanqana, En Representación Del Resguardo Kakiona, Y 

Varios Docentes Etnoeducadores De Los Resguardos Kakiona Y Zenú De 

San Andrés De Sotavento. 

Demandado Gobernación Del Cauca Y Alcaldía Municipal De Sincelejo. 

Número de 

sentencia 

T-907-2011. 

Fecha de 

sentencia 

1 De diciembre De 2011. 

Magistrado 

ponente 

Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 

Tema 

principal del 

fallo 

Nombramiento en propiedad de etnoeducadores indígenas vinculados 

provisionalmente.  

Subtemas del 

fallo 

1)  Autonomía de las comunidades indígenas.  

2) Selección concertada de etnoeducadores.  

3) Nombramiento en propiedad.  

4)   Estabilidad laboral de docentes indígenas.  

5)  Etnoeducación. 

Supuesto 

fáctico 

Docentes indígenas y comunidades de los resguardos Kakiona y Zenú 

solicitaron el nombramiento en propiedad de etnoeducadores que se 

encontraban vinculados en provisionalidad. Las autoridades administrativas 

negaban los nombramientos argumentando la falta de concurso público de 

méritos. 

Ratio 

decidendi 

La Corte determinó que la selección de educadores en territorios indígenas 

debe realizarse de manera concertada entre las autoridades competentes y las 

comunidades indígenas. Esta regla se deriva del derecho a la autonomía y de 

la obligación estatal de garantizar una educación coherente con la identidad 

cultural de cada pueblo. 

La Corte afirmó que, mientras no exista una regulación especial para los 

docentes indígenas, el nombramiento en propiedad puede realizarse con 

fundamento en el artículo 62 de la Ley 115 de 1994 y las normas de 

etnoeducación. Para ello deben verificarse cuatro condiciones: selección 

concertada entre autoridades y comunidad; preferencia por miembros de la 

comunidad; formación en etnoeducación; y conocimiento básico del grupo 

étnico, especialmente de su lengua. 

El cumplimiento de estos requisitos genera el derecho de la comunidad y de 

los docentes a que se produzca el nombramiento en propiedad. La Corte aclaró 

que la falta del régimen especial no puede convertir indefinidamente la 

provisionalidad en la única forma de vinculación de los etnoeducadores. 
(Corte Constitucional, T-907 de 2011). 

Decisión La Corte concedió el amparo al Resguardo Indígena Kakiona y ordenó a la 

Secretaría de Educación del Cauca expedir, dentro de las 48 horas siguientes, 
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los actos administrativos de nombramiento en propiedad de los docentes 

etnoeducadores que habían sido designados mediante concertación con la 

comunidad. 

También ordenó a la Alcaldía de Sincelejo y al Ministerio del Interior 

adelantar consulta previa con el Resguardo Zenú de San Andrés de Sotavento 

para determinar la designación de los etnoeducadores conforme a sus usos y 

costumbres. Una vez culminara ese proceso, la Alcaldía debía nombrar en 

propiedad a los docentes escogidos. Frente a otros expedientes acumulados, 

la Corte negó o declaró improcedente el amparo según las circunstancias 

particulares de cada caso. (Corte Constitucional, T-907 de 2011). 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 9 

Acción ACCIÓN DE TUTELA. 

Demandante Blanca Amanda Matoma Valdez Y Nelson Leal Luna. 

Demandado Gobernación Del Departamento Del Tolima 

Número de 

sentencia 

T-801 De 2012. 

Fecha de 

sentencia 

11 De octubre De 2012. 

Magistrado 

ponente 

Jorge Iván Palacio Palacio. 

Tema 

principal del 

fallo 

Derecho De Petición De Etnoeducadores Y Obligatoriedad Del Precedente 

Constitucional Sobre Su Nombramiento En Propiedad. 

Subtemas del 

fallo 

1) Derecho de petición. 

2) Precedente constitucional vinculante. 

3) Nombramiento en propiedad de etnoeducadores. 

4)  Aplicación de la Sentencia T-907 de 2011. 

Supuesto 

fáctico 

Dos docentes pertenecientes a la etnia Pijao solicitaron a la Gobernación del 

Tolima su vinculación en propiedad, la revocatoria de actos que impedían su 

inscripción y ascenso, y su incorporación al escalafón docente. La entidad 

respondió tardíamente y sin aplicar de forma adecuada el precedente 

constitucional aplicable a etnoeducadores. 

Ratio 

decidendi 

La Corte recordó que el derecho de petición exige una respuesta oportuna, de 

fondo, clara, congruente y comunicada al peticionario. Aunque una respuesta 

no tiene que ser favorable a lo solicitado, sí debe ser emitida dentro del 

término legal y debe abordar efectivamente la solicitud presentada. 

La Corte indicó que las autoridades administrativas están obligadas a respetar 

el precedente constitucional. En este caso, la Gobernación del Tolima debía 

responder la petición de los docentes teniendo en cuenta la Sentencia T-907 

de 2011, que reconoce la posibilidad de nombrar en propiedad a los 

etnoeducadores cuando hayan sido seleccionados concertadamente y cumplan 

los requisitos establecidos en la Ley 115 de 1994. 

Por tanto, la Gobernación no podía responder la petición ignorando el 

precedente aplicable sobre autonomía indígena, selección concertada y 

nombramiento en propiedad de etnoeducadores. (Corte Constitucional, T-801 

de 2012). 

Decisión La Corte revocó las decisiones de instancia y concedió la tutela del derecho 

fundamental de petición a Blanca Amanda Matoma Valdez y Nelson Leal 

Luna. Ordenó a la Gobernación del Tolima que, dentro de las 48 horas 

siguientes a la notificación de la sentencia, emitiera una respuesta acorde 

con los lineamientos fijados en la Sentencia T-907 de 2011. 

La Corte no ordenó directamente el nombramiento en propiedad de los 

accionantes; ordenó que la Gobernación respondiera su solicitud aplicando 
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correctamente el precedente constitucional. (Corte Constitucional, T-801 de 

2012). 

 

 

FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 10 

Acción ACCION DE TUTELA. 

Demandante Carlos Maca Palechor, Gobernador Mayor del Cabildo Yanacona y 

representante de varios resguardos indígenas; y Misael Aranda, 

Gobernador del Cabildo Indígena Guambía–Silvia (Cauca). 

Demandado Gobernación del Cauca y Secretaría de Educación del Departamento del 

Cauca. 

Número de 

sentencia 

T-049-2013. 

Fecha de 

sentencia 

05 de febrero de 2013. 

Magistrado 

ponente 

Dr. Luis Ernesto Vargas Silva. 

Tema principal 

del fallo 

Protección del derecho fundamental a la etnoeducación de las 

comunidades indígenas y reconocimiento del deber del Estado de 

garantizar procesos de selección y nombramiento de etnoeducadores 

respetando la autonomía, identidad cultural y participación de los pueblos 

indígenas. 

Subtemas del fallo 1. Comunidades indígenas. 

2. Protección constitucional de la diversidad étnica y cultural. 

3. Derecho fundamental a la educación propia o etnoeducación. 

4. Nombramiento de docentes indígenas mediante procesos de 

concertación con las comunidades. 

5. Consulta previa como mecanismo de participación de los pueblos 

indígenas en decisiones que afectan su identidad cultural. 

Supuesto fáctico Las comunidades indígenas Yanacona y Guambía del departamento del 

Cauca acudieron a la acción de tutela al considerar vulnerados sus 

derechos fundamentales debido a la negativa de las autoridades educativas 

de realizar el nombramiento en propiedad de docentes indígenas que 

venían prestando sus servicios dentro de sus territorios bajo la modalidad 

de provisionales. La comunidad indígena señaló que esta situación 

afectaba la autonomía indígena, la identidad cultural y el derecho a 

desarrollar una educación propia, debido a que los docentes cumplen una 

función esencial en el proceso educativo propio, en la transmisión de 

conocimientos tradicionales, lengua y valores culturales. Por su parte, la 

Gobernación del Cauca y la Secretaría de Educación Departamental 

sostenían que la vinculación de los docentes debía ajustarse a las reglas 

generales establecidas para el sistema educativo colombiano. Sin 

embargo, las comunidades argumentaban que la educación indígena 

requiere un tratamiento diferencial conforme a sus características 

culturales. 
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Ratio decidendi La Corte Constitucional estableció que la educación destinada a los 

pueblos indígenas constituye un derecho fundamental que debe 

garantizarse mediante un enfoque diferencial, pues no se limita 

únicamente al acceso al sistema educativo, sino que está relacionada 

directamente con la conservación de la identidad cultural, la autonomía y 

la permanencia de los pueblos indígenas. De acuerdo con lo anterior, la 

Corte determinó que el proceso de selección de los docentes debe contar 

con la participación de las comunidades indígenas mediante espacios de 

concertación, teniendo en cuenta aspectos como la pertenencia al grupo 

étnico, la formación en etnoeducación y el conocimiento de sus 

tradiciones y lengua propia. De igual manera, la Corte señaló que 

mantener a los docentes indígenas durante largos periodos bajo una 

modalidad provisional afecta no solo sus condiciones laborales, sino 

también el derecho de las comunidades a contar con un proceso educativo 

estable y coherente con su identidad cultural. (Corte Constitucional, T-

049 de 2013) 

Decisión La Corte Constitucional concedió la protección de los derechos 

fundamentales de las comunidades indígenas relacionados con la 

autonomía, identidad cultural y etnoeducación. Ordenó a la Gobernación 

del Cauca y a la Secretaría de Educación Departamental adelantar un 

proceso de concertación mediante consulta previa con las comunidades 

indígenas, con el propósito de determinar cuáles docentes cumplían las 

condiciones para ser reconocidos como etnoeducadores y posteriormente 

ser nombrados en propiedad. Además, garantizó la continuidad del 

servicio educativo mientras se adelantaba dicho procedimiento, evitando 

afectar el derecho fundamental a la educación de las comunidades 

indígenas. (Corte Constitucional, T-049 de 2013) 

Aporte de la 

sentencia al 

análisis del 

trabajo 

La Sentencia T-049 de 2013 permite comprender la importancia del 

reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas y la 

necesidad de que las decisiones estatales incorporen mecanismos de 

participación y respeto por la diversidad cultural. Este fallo fortalece la 

interpretación de la educación propia como una herramienta de 

preservación cultural y autonomía comunitaria. 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 11 

Acción ACCION DE TUTELA 

Demandante Dimas Alape Yara y otros educadores indígenas pertenecientes a la 

comunidad indígena Pijao. 

Demandado Secretaría de Educación y Cultura del Departamento del Tolima. 

Número de 

sentencia 

T-871-2013. 

Fecha de 

sentencia 

02 de diciembre de 2013 

Magistrado 

ponente 

Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 

Tema 

principal del 

fallo 

Protección del derecho a la educación propia de las comunidades indígenas y 

reconocimiento del papel de los etnoeducadores. 

Subtemas del 

fallo 

1. Protección de la educación propia como parte de la identidad cultural de 

los pueblos indígenas. 

2. Reconocimiento del papel de los etnoeducadores dentro de las comunidades 

indígenas. 

3. Aplicación de un enfoque diferencial en las decisiones administrativas 

relacionadas con comunidades étnicas. 

4. Importancia de garantizar la participación de las comunidades indígenas en 

los asuntos que afectan sus procesos educativos. 

5. Diferencia entre la educación ordinaria y los modelos educativos propios 

de los pueblos indígenas. 

Supuesto 

fáctico 

Varios docentes indígenas que prestaban sus servicios como etnoeducadores 

dentro de comunidades del pueblo Pijao en el departamento del Tolima 

manifestaron que, a pesar del tiempo que llevaban desarrollando esta labor, 

continuaban vinculados bajo una modalidad provisional, situación que 

afectaba sus condiciones laborales y desconocía la importancia de su función 

dentro de la comunidad. Los docentes señalaron que su labor no podía ser 

analizada únicamente desde las reglas generales del sistema educativo, debido 

a que su trabajo estaba relacionado con la enseñanza de conocimientos 

propios, la transmisión de tradiciones y el fortalecimiento de la identidad 

cultural del pueblo indígena al que pertenecían. Por otra parte, las autoridades 

educativas consideraban que la vinculación de los docentes debía ajustarse a 

los procedimientos establecidos para el sistema educativo general. Sin 

embargo, la Corte analizó que en estos casos era necesario tener en cuenta las 

características propias de la educación indígena y la protección constitucional 

de la diversidad cultural. 

Ratio 

decidendi 

La Corte Constitucional estableció que la educación dirigida a comunidades 

indígenas requiere una protección especial, debido a que no representa 

únicamente un proceso de formación académica, sino también una 

herramienta para conservar la cultura, la lengua y los conocimientos propios 

de cada pueblo. A partir de esta situación, la Corte señaló que los 
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etnoeducadores cumplen una función diferente a la de un docente del sistema 

educativo tradicional, porque además de enseñar participan en la 

conservación de las costumbres y en la formación de las nuevas generaciones 

desde la visión propia de la comunidad. Por esta razón, determinó que las 

autoridades educativas no pueden aplicar las normas generales de manera 

automática cuando se trata de pueblos indígenas, sino que deben considerar 

sus particularidades culturales y garantizar mecanismos que respeten su 

autonomía. La Corte también indicó que la falta de una regulación especial 

completa sobre los docentes indígenas no puede convertirse en una razón para 

desconocer sus derechos ni mantener indefinidamente situaciones de 

provisionalidad que afectan la estabilidad del proceso educativo de las 

comunidades. 

Decisión La Corte Constitucional protegió los derechos fundamentales relacionados 

con la identidad cultural, la igualdad y la educación de los accionantes. En 

consecuencia, ordenó a las autoridades educativas revisar la situación de los 

docentes indígenas teniendo en cuenta las reglas especiales aplicables a la 

etnoeducación y los criterios establecidos por la jurisprudencia constitucional. 

Con esta decisión, la Corte reafirmó que la educación indígena debe ser 

garantizada desde un enfoque diferencial, reconociendo que quienes ejercen 

como etnoeducadores cumplen una función esencial dentro de sus 

comunidades y no pueden ser tratados únicamente bajo los mismos 

parámetros del sistema educativo general. (Corte Constitucional, T-871 de 

2013) 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 12 

Acción ACCION DE TUTELA 

Demandante Fidencio Maingual Getial y José Alirio Oviedo Anama, en calidad de 

Gobernadores del Resguardo Indígena Yascual. 

Demandado Secretaría de Educación del Departamento de Nariño y otras autoridades 

relacionadas con la prestación del servicio educativo indígena. 

Número de 

sentencia 

SU-245-2021. 

Fecha de 

sentencia 

29 de julio de 2021 

Magistrado 

ponente 

Dra. Diana Fajardo Rivera 

Tema 

principal del 

fallo 

Derecho fundamental a la etnoeducación y garantía de condiciones dignas 

para los docentes indígenas. 

Subtemas del 

fallo 

1. Etnoeducación como derecho fundamental de los pueblos indígenas. 

2. Autonomía indígena y participación en la construcción del sistema 

educativo propio. 

3. Vacío normativo frente al régimen aplicable a los etnoeducadores 

4. Condiciones laborales y reconocimiento de derechos de los docentes 

indígenas. 

5. Creación progresiva del Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP). 

Supuesto 

fáctico 

El caso surgió a partir de las acciones de tutela interpuestas por autoridades 

del Resguardo Indígena Yascual, quienes acudieron a la justicia al considerar 

que la situación de los docentes indígenas estaba afectando los derechos de la 

comunidad. Según los demandantes, los etnoeducadores no contaban con las 

mismas garantías laborales reconocidas a otros docentes del sistema 

educativo, a pesar de cumplir una función esencial dentro del proceso de 

formación cultural y educativa del pueblo indígena. Aunque los 

etnoeducadores cumplían una función esencial dentro del territorio al 

desarrollar procesos educativos acordes con su cultura, lengua y 

conocimientos propios, continuaban existiendo vacíos en la regulación de su 

vinculación, escalafón y reconocimiento de derechos laborales. La Corte 

analizó entonces si la ausencia de una norma específica permitía mantener 

diferencias entre los docentes indígenas y los demás docentes del país, o si 

era necesario adoptar medidas transitorias que garantizaran la protección 

efectiva del derecho a la etnoeducación. 

Ratio 

decidendi 

La Corte Constitucional estableció que la etnoeducación constituye un 

derecho fundamental de los pueblos indígenas y que su protección requiere 

reconocer tanto la autonomía de las comunidades como la necesidad de 

garantizar una educación adecuada a sus características culturales. La Corte 

señaló que la educación indígena no puede analizarse únicamente desde las 

reglas generales del sistema educativo, debido a que tiene una finalidad 

adicional relacionada con la conservación de la identidad cultural, la 
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transmisión de conocimientos propios y la participación de las comunidades 

en la definición de sus procesos educativos. La Corte identificó que luego de 

revisar las sentencias anteriores, especialmente desde la Sentencia C-208 de 

2007, se había advertido la existencia de un vacío normativo frente al régimen 

de los docentes indígenas. Sin embargo, señaló que esta ausencia normativa 

no podía convertirse en una razón para desconocer los derechos de las 

comunidades indígenas ni para mantener a sus educadores en condiciones 

menos favorables frente a otros docentes del sistema educativo. Por esta 

razón, la Corte señaló que, mientras se establece una regulación completa 

sobre la situación de los etnoeducadores mediante espacios de consulta y 

concertación con las comunidades indígenas, es necesario implementar 

medidas temporales que eviten la vulneración de sus derechos. Estas medidas 

deben garantizar condiciones laborales adecuadas para los docentes indígenas 

y permitir el fortalecimiento progresivo de un sistema educativo propio que 

responda a las necesidades y características de cada comunidad. 

Decisión La Corte Constitucional reconoció los derechos relacionados con la educación 

propia, la autonomía indígena y las condiciones laborales de los 

etnoeducadores. Como parte de la decisión, la Corte ordenó al Gobierno 

Nacional avanzar en un proceso de consulta y concertación con los pueblos 

indígenas con el propósito de definir una regulación adecuada para el sistema 

educativo indígena y la vinculación de los etnoeducadores. De igual manera, 

estableció medidas mientras se desarrolla dicha regulación, con el fin de 

garantizar que los docentes indígenas cuenten con condiciones laborales 

adecuadas, incluyendo aspectos relacionados con su carrera docente, 

prestaciones y demás garantías, sin desconocer las características propias de 

cada comunidad. Esta sentencia significó un avance importante dentro de la 

línea jurisprudencial, ya que la Corte dejó de abordar únicamente casos 

particulares sobre docentes indígenas y planteó la necesidad de construir una 

solución más amplia que permita fortalecer el Sistema Educativo Indígena 

Propio con la participación directa de los pueblos indígenas. 
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FICHA JURISPRUDENCIAL Nº 13 

Acción ACCION DE TUTELA 

Demandante Persona perteneciente a una comunidad indígena que solicitó la protección de 

sus derechos fundamentales frente a la decisión judicial que desconoció las 

particularidades del Sistema Educativo Indígena Propio. 

Demandado Autoridad judicial que profirió la decisión cuestionada dentro del proceso de 

nulidad electoral. 

Número de 

sentencia 

SU-082-2026. 

Fecha de 

sentencia 

15 de abril de 2026 

Magistrado 

ponente 

Vladimir Fernández Andrade. 

Tema 

principal del 

fallo 

Protección de la autonomía indígena y aplicación del enfoque diferencial en 

la educación propia. 

Subtemas del 

fallo 

1. Reconocimiento constitucional del Sistema Educativo Indígena Propio 

(SEIP).2. Autonomía de los pueblos indígenas en la organización de sus 

procesos educativos.3. Aplicación del enfoque diferencial en instituciones 

educativas indígenas.4. Diferencias entre el modelo educativo general y la 

educación propia indígena.5. Interpretación constitucional de las funciones 

ejercidas dentro de establecimientos educativos indígenas. 

Supuesto 

fáctico 

El caso se presentó en una controversia relacionada con la aplicación de una 

causal de inhabilidad electoral frente a una persona que ejercía un cargo 

directivo dentro de una institución educativa indígena.La discusión surgió 

porque la autoridad judicial encargada del caso analizó las funciones del cargo 

desde los criterios tradicionales aplicables a las instituciones educativas 

oficiales, sin tener en cuenta las características propias del modelo educativo 

indígena y la forma en que las comunidades organizan sus procesos 

internos.El accionante consideró que esta interpretación desconocía la 

autonomía de los pueblos indígenas, debido a que las instituciones educativas 

propias no funcionan bajo exactamente las mismas reglas del sistema 

educativo ordinario, sino que responden a sus formas de organización, 

autoridades propias y mecanismos de participación comunitaria.La Corte 

Constitucional estudió si la decisión judicial había aplicado correctamente la 

norma sobre inhabilidades o si, por el contrario, había omitido analizar el 

contexto cultural y organizativo de la comunidad indígena. 

Ratio 

decidendi 

La Corte Constitucional determinó que la educación indígena propia cuenta 

con una protección constitucional especial, debido a que no representa 

únicamente un servicio educativo, sino un mecanismo para preservar la 

identidad cultural, la lengua, los conocimientos tradicionales y las formas 

propias de organización de los pueblos indígenas. En este sentido, la Corte 

indicó que las instituciones educativas indígenas no pueden ser analizadas 

bajo los mismos parámetros utilizados para los establecimientos educativos 
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del sistema general, ya que sus procesos responden a una estructura 

intercultural en la que participan las autoridades y comunidades indígenas.La 

Corte precisó que cualquier análisis jurídico relacionado con cargos, 

funciones o responsabilidades dentro de estos espacios debe realizarse 

teniendo en cuenta el contexto propio de cada pueblo indígena, evitando 

aplicar de manera automática categorías creadas para otros modelos 

institucionales. De esta manera, estableció que el enfoque diferencial no 

significa crear excepciones sin fundamento, sino interpretar las normas 

conforme a la Constitución, reconociendo la diversidad étnica y cultural y 

garantizando que las decisiones estatales respeten la autonomía indígena. 

Decisión La Corte Constitucional dejó sin efectos la decisión que fue objeto de revisión, 

al considerar que en su análisis no se tuvieron en cuenta las características 

propias de la educación indígena ni el reconocimiento constitucional de la 

autonomía de estos pueblos. Por lo anterior, ordenó que el caso fuera 

estudiado nuevamente tomando en consideración la forma de organización de 

la comunidad indígena, las funciones que realmente cumplía el cargo 

analizado y las particularidades del Sistema Educativo Indígena Propio. Con 

esta decisión, la Corte reafirmó que los asuntos relacionados con comunidades 

indígenas no pueden resolverse únicamente aplicando las reglas generales, 

sino que requieren una valoración del contexto cultural, las formas de 

organización propias y el derecho de estas comunidades a conservar su 

identidad y autonomía. 
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5.2 Línea de tiempo  

Gráfico 1. Evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre la autonomía 

indígena y la educación propia (1991-2026) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de las sentencias de la Corte Constitucional de Colombia 

(1994-2026). 



5.3 Matriz comparativa  

Tabla 1. Evolución de la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre autonomía indígena y educación propia (1994-2003) 

Nº Fallo / Fecha / 

Órgano Judicial 
Problema jurídico decidido Ratio decidendi Relación con fallos previos Impacto práctico 

Sentencia T-254/94  

/30 mayo 1994/ 

Corte 

Constitucional 

¿Vulneran las autoridades de una 

comunidad indígena los derechos 

fundamentales al debido proceso, 

honra, buen nombre, y las 

prohibiciones constitucionales de 

destierro y confiscación de un 

miembro de su comunidad al 

expulsarlo del grupo y despojarlo 

de su parcela de cultivo por la 

presunta comisión de un delito 

(hurto), bajo el amparo de su 

autonomía jurisdiccional, usos y 

costumbres? 

La autonomía jurisdiccional 

indígena es un derecho 

constitucional fundamental e 

inmediato que permite a las 

autoridades tradicionales 

juzgar y sancionar según sus 

usos y costumbres. Esta 

autonomía solo cede cuando 

las sanciones vulneran el 

derecho a la vida, la 

prohibición de tortura o 

esclavitud, o cuando se 

imponen penas colectivas y 

desproporcionadas que 

rompen flagrantemente el 

principio de legalidad. 

Dentro de este trabajo, esta es la 

primera sentencia que se incluye 

para el análisis. Por esto no 

existen sentencias o fallos 

previos. Esta sentencia 

corresponde a las primeras 

sentencias completas sobre el 

derecho a la autonomía que 

tienen las comunidades 

indígenas, derecho que se ha 

establecido en la Constitución 

Política de 1991 

Fortalecimiento de las 

autoridades indígena en la 

medida en que respalda las 

normas, procedimientos y 

decisiones de estas, pero a la 

vez, clarifica los límites que 

deben tener en cuenta.  

Sentencia C-139/96 

/09 abril 1996/ 

Corte 

Constitucional 

¿Resultan contrarios a la 

Constitución de 1991 

(especialmente a los principios 

de diversidad étnica, cultural y de 

respeto a la dignidad humana) los 

preceptos de la Ley 89 de 1890 

que califican a los indígenas bajo 

términos peyorativos como 

"salvajes" o en proceso de 

"reducción a la vida civilizada", y 

que supeditan las funciones 

jurisdiccionales de sus cabildos a 

la legislación ordinaria y al 

control de los alcaldes locales? 

El Estado colombiano 

abandonó el modelo de 

asimilación cultural forzada 

para adoptar el del 

pluralismo étnico. En 

consecuencia, las autoridades 

indígenas gozan de plena 

autonomía jurisdiccional e 

institucional, de manera que 

sus decisiones e identidades 

no pueden ser tuteladas ni 

menospreciadas por el 

legislador ordinario ni por los 

funcionarios locales, salvo 

que rompan el marco 

Es una sentencia de 

constitucionalidad que recoge 

los elementos, argumentos y 

filosofía de la sentencia anterior 

para declarar inexequibles 

artículos de la legislación 

anterior.  

Fortalecimiento de las 

autoridades indígena en la 

medida en que respalda las 

normas, procedimientos y 

decisiones de estas, pero a la 

vez, elimina la tutela de 

entidades externas como la 

iglesia católica y las alcaldías 

locales.  
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constitucional de los 

derechos fundamentales. 

Sentencia SU-

039/97 

/03 febrero 1997/ 

 

Toda licencia ambiental o 

decisión del Estado para 

explotar recursos naturales 

en zonas que afecten 

territorios ancestrales o 

resguardos indígenas es nula 

e inconstitucional si no se 

agota un proceso previo, 

oportuno, concertado y de 

buena fe con la comunidad 

afectada. La falta de esta 

consulta vulnera 

directamente el derecho 

fundamental a la 

participación de las minorías 

y autoriza al juez 

constitucional a suspender el 

proyecto económico 

mediante la acción de tutela. 

En esta sentencia aparece otro 

tema fundamental para el 

fortalecimiento de los pueblos 

indígenas que es la “consulta 

previa”. La relación con las 

anteriores sentencias tiene que 

ver con los pueblos indígenas y 

sus derechos. Es el avance del 

reconocimiento de derechos en 

favor de los pueblos indígenas. 

Se continua con el 

fortalecimiento de las 

comunidades indígena en la 

medida en que reconoce un 

nuevo derecho como es la 

consulta previa y le otorga a 

las autoridades indígenas 

capacidad para intervenir en 

las decisiones políticas y 

acciones que los afectecon. 

Sentencia SU-

510/98 / 

18 septiembre 

1998/ 

Corte 

Constitucional 

¿Vulneran las autoridades 

tradicionales de una comunidad 

indígena los derechos 

fundamentales a la libertad de 

cultos y de religión de un grupo 

de sus miembros (y de pastores 

foráneos) al prohibirles realizar 

ritos colectivos, construir 

templos evangélicos, portar 

textos bíblicos y predicar dentro 

de su resguardo territorial, con el 

fin de proteger la Ley de Origen, 

la cohesión social y la identidad 

cultural ancestral de la etnia? 

La autonomía y 

supervivencia cultural de un 

pueblo indígena altamente 

conservado prima sobre la 

libertad de cultos en su faceta 

externa y comunitaria. Las 

autoridades indígenas están 

constitucionalmente 

autorizadas para prohibir la 

edificación de templos o ritos 

públicos de religiones 

foráneas dentro de sus 

territorios si estos amenazan 

la cohesión de la comunidad, 

quedando los conversos 

sujetos al deber de acatar el 

orden tradicional si eligen 

habitar en el resguardo. 

Siguiendo la línea de las 

sentencias anteriores, en esta 

sentencia se aborda otro tema 

fundamental que es la 

conservación de la cultura, su 

cosmovisión y los 

conocimientos propios, 

permitiendo que las autoridades 

indígenas puedan prohibir o 

limitar la presencia de 

confesiones religiosas.  

Se continua con el 

fortalecimiento de las 

comunidades indígena en la 

medida en que se reconoce el 

valor de la cultura, la 

cosmovisión y los 

conocimientos propios.  

Es el germen de un proceso 

conocido luego como la 

educación propia y el sistema 

educativo propio.  



44 

 
Sentencia SU-

383/03 

/13 mayo 2003/ 

Corte 

Constitucional 

¿Vulneran el Estado colombiano 

y sus autoridades de control de 

estupefacientes los derechos 

fundamentales a la diversidad e 

integridad étnica y cultural, a la 

participación y al libre desarrollo 

de la personalidad de las 

comunidades indígenas de la 

Amazonía al ejecutar de manera 

unilateral programas de 

aspersión aérea con glifosato 

para erradicar cultivos ilícitos 

dentro de sus territorios 

ancestrales, sin haber realizado 

previamente un proceso formal 

de consulta concertado, 

informado y de buena fe? 

El Estado colombiano no 

puede ampararse en la lucha 

contra el narcotráfico ni en el 

orden público para pasar por 

encima de los derechos de los 

pueblos indígenas. Cualquier 

programa de erradicación 

forzada mediante aspersión 

aérea con agentes químicos 

dentro de territorios 

ancestrales es 

inconstitucional si no cuenta 

con un proceso de consulta 

previa, oportuno y de buena 

fe, enfocado en concertar 

métodos de erradicación que 

minimicen el daño a la 

supervivencia cultural y 

biológica de la comunidad. 

Esta sentencia retoma el derecho 

a la consulta previa, libre e 

informada aun cuando se tratara 

de atacar delitos y proteger el 

orden público. Se avanza en este 

derecho pues no solo se aplica 

cuando se trata de actividades de 

explotación de recursos 

naturales sino para todo tipo de 

acciones susceptibles de afectar 

el territorio, la vida comunitaria, 

su cultura y cosmovisión.  

Se continua con el 

fortalecimiento de las 

comunidades indígenas en la 

medida en que se aplica la 

consulta previa para 

actividades de distinta índole 

que sean susceptibles de 

afectarlos.  

De esta manera se abre el 

camino para la consulta en 

materia de educación que se 

verá en las próximas 

sentencias.   

Nota. Elaboración propia a partir del análisis de las sentencias de la Corte Constitucional relacionadas con la autonomía indígena, la 

protección de la diversidad étnica y cultural, y el reconocimiento progresivo del derecho a la educación propia de los pueblos 

indígenas (1994-2003). 
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Tabla 2. Evolución de la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre autonomía indígena y educación propia (2007-2012) 

Fecha y órgano 

judicial 

Problema jurídico decidido / Ratio 

decidendi 

Relación con fallos previos Impacto práctico 

Sentencia C-208 de 

2007 / 21 de marzo 

de 2007 / Corte 

Constitucional 

La aplicación general del Decreto-Ley 1278 

de 2002 a los docentes y directivos docentes 

que prestan sus servicios en 

establecimientos educativos ubicados en 

territorios indígenas desconoce la 

diversidad étnica y cultural, ¿la identidad 

educativa y el derecho de las comunidades 

indígenas a contar con un régimen especial 

de vinculación, administración y formación 

docente? La Corte determinó que el 

legislador incurrió en una omisión 

legislativa relativa, al regular el régimen 

general de profesionalización docente sin 

establecer un tratamiento especial para los 

docentes y directivos docentes de los 

pueblos indígenas. La educación indígena 

debe respetar y desarrollar la identidad 

cultural de cada comunidad, por lo que 

requiere reglas acordes con sus 

particularidades culturales, educativas y 

lingüísticas. Mientras se expide el régimen 

especial, deben aplicarse la Ley 115 de 1994 

y las normas complementarias sobre 

etnoeducación.  

Constituye el punto de partida de la línea 

jurisprudencial analizada en esta 

investigación. Establece la regla 

fundamental según la cual el régimen 

general de profesionalización docente no 

puede aplicarse automáticamente a las 

comunidades indígenas sin considerar su 

derecho a una educación propia y 

culturalmente pertinente. A partir de esta 

decisión, los fallos posteriores desarrollan 

las consecuencias de este criterio en materia 

de selección, vinculación y nombramiento 

de docentes indígenas. Establece un límite a 

la aplicación automática del régimen 

general de carrera docente en territorios 

indígenas y obliga a las autoridades 

educativas a tener en cuenta las 

particularidades culturales de estas 

comunidades, Además, genera la necesidad 

de adoptar mecanismos especiales para la 

vinculación, administración y formación de 

docentes y etnoeducadores indígenas 

mientras se expide una regulación especial. 

consistió en limitar la aplicación automática 

del régimen general de profesionalización 

docente en los territorios indígenas y 

reconocer la necesidad de establecer 

mecanismos especiales para la vinculación, 

administración y formación de docentes y 

etnoeducadores indígenas. Mientras se 

expide una regulación especial, las 

autoridades deben aplicar las disposiciones 

de la Ley 115 de 1994 y las normas sobre 

etnoeducación, teniendo en cuenta la 

identidad cultural, las particularidades 

lingüísticas y la autonomía de las 

comunidades indígenas. 

Sentencia T-379 

de 2011 / 12 de 

mayo de 2011 / 

Corte 

Constitucional 

El problema jurídico estuvo orientado a la 

desvinculación de docentes indígenas y su 

reemplazo mediante un concurso general de 

méritos, sin consultar previamente a la 

comunidad indígena, vulnera los derechos a 

la consulta previa, a la identidad cultural y a 

una educación acorde con las 

particularidades de la comunidad. La Corte 

estableció que, antes de reportar vacantes de 

Esta sentencia Desarrolla el criterio 

establecido en la Sentencia C-208 de 2007. 

Mientras C-208 reconoce la necesidad de un 

tratamiento especial para los docentes 

indígenas, T-379 concreta una de las 

consecuencias de ese reconocimiento: las 

autoridades deben consultar a las 

comunidades antes de incluir determinadas 

vacantes en concursos generales de méritos. 

Su impacto práctico fue exigir que las 

autoridades educativas consultaran a las 

comunidades indígenas antes de reportar 

determinadas vacantes a concursos 

generales, evitando que la provisión de 

cargos docentes se realizara desconociendo 

la autonomía y las particularidades 

culturales de los pueblos indígenas. 
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instituciones oficiales que atienden 

población indígena a concursos generales de 

méritos, las autoridades territoriales deben 

realizar consulta previa con las 

comunidades afectadas. La provisión de 

cargos docentes puede incidir directamente 

en la identidad cultural y en el modelo 

educativo propio de la comunidad, por lo 

que no puede adelantarse automáticamente 

mediante los procedimientos generales de 

concurso. 

De esta manera, la sentencia avanza desde el 

reconocimiento del régimen especial hacia 

la protección de la participación de las 

comunidades en las decisiones sobre sus 

docentes. 

Sentencia T-907 

de 2011 / 1 de 

diciembre de 2011 

/ Corte 

Constitucional 

Las autoridades educativas pueden negar el 

nombramiento en propiedad de 

etnoeducadores indígenas seleccionados 

mediante procesos concertados con las 

comunidades, argumentando que no han 

participado en un concurso público de 

méritos. La Corte determinó que, mientras 

no exista un régimen especial de 

profesionalización docente para los pueblos 

indígenas, los etnoeducadores pueden ser 

nombrados en propiedad cuando se 

cumplan los criterios previstos en el 

artículo 62 de la Ley 115 de 1994. Entre 

ellos se encuentran la selección concertada 

con la comunidad, la preferencia por 

miembros de la comunidad, la formación 

en etnoeducación y el conocimiento del 

grupo étnico, especialmente de su lengua. 

El cumplimiento de estos requisitos 

permite superar la provisionalidad y 

acceder al nombramiento en propiedad. 

Esta decisión profundiza y concreta la regla 

de la Sentencia C-208 de 2007 y 

complementa el desarrollo realizado por la 

T-379 de 2011. C-208 había establecido la 

necesidad de un tratamiento especial; T-379 

había reconocido la importancia de la 

consulta previa frente a los concursos; y T-

907 avanza hacia la definición de criterios 

concretos de selección y nombramiento de 

los etnoeducadores. Así, la jurisprudencia 

pasa de reconocer la protección especial a 

establecer mecanismos específicos para 

hacerla efectiva. Reconoce la posibilidad de 

que los etnoeducadores indígenas sean 

nombrados en propiedad mediante procesos 

concertados con las comunidades, evitando 

que la ausencia de un estatuto especial 

convierta indefinidamente la 

provisionalidad en la única forma de 

vinculación. 

consistió en permitir el nombramiento en 

propiedad de etnoeducadores seleccionados 

mediante procesos concertados con las 

comunidades, siempre que cumplieran los 

requisitos establecidos en la Ley 115 de 

1994. De esta manera, se evitó que la 

ausencia de un estatuto especial mantuviera 

indefinidamente a los docentes indígenas en 

situación de provisionalidad. 

Sentencia T-801 

de 2012 / 11 de 

octubre de 2012 / 

Corte 

Constitucional 

La autoridad administrativa vulnera el 

derecho fundamental de petición de 

docentes indígenas cuando responde 

tardíamente o desconoce, al resolver su 

solicitud de nombramiento en propiedad, el 

precedente constitucional establecido sobre 

la selección concertada y la vinculación de 

Esta decisión Consolida el precedente 

desarrollado por las sentencias C-208 de 

2007 y T-907 de 2011. La T-801 no 

establece únicamente una nueva regla sobre 

la vinculación docente, sino que reafirma la 

obligación de las autoridades 

administrativas de aplicar el precedente 

Su impacto práctico fue reforzar la 

obligación de las autoridades territoriales de 

aplicar el precedente constitucional al 

resolver solicitudes relacionadas con la 

vinculación de etnoeducadores. Esto 

fortaleció la protección de los docentes 

indígenas frente a decisiones 
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etnoeducadores. La Corte reiteró que las 

autoridades administrativas están obligadas 

a respetar el precedente constitucional. En 

particular, la Gobernación debía resolver la 

solicitud de los docentes teniendo en cuenta 

los criterios establecidos en la Sentencia T-

907 de 2011 sobre selección concertada y 

nombramiento en propiedad de 

etnoeducadores. La respuesta administrativa 

debía ser oportuna, clara, de fondo y 

congruente con la jurisprudencia aplicable. 

constitucional existente. En particular, toma 

como referente la T-907 de 2011 y exige que 

sus criterios sean considerados al resolver 

solicitudes de los etnoeducadores. Fortalece 

la obligatoriedad del precedente 

constitucional para las autoridades 

administrativas. En consecuencia, las 

entidades territoriales no pueden desconocer 

los criterios establecidos por la Corte sobre 

selección concertada y nombramiento de 

etnoeducadores 

administrativas que desconocieran los 

criterios de selección concertada y 

nombramiento en propiedad. 

Nota. Elaboración propia a partir del análisis de las sentencias de la Corte Constitucional seleccionadas para la investigación. 
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Tabla 3. Evolución de la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre autonomía indígena y educación propia (2013-2026) 

Fecha y órgano 

judicial 

Problema jurídico decidido / Ratio decidendi Relación con fallos previos Impacto práctico 

Sentencia T-049 

de 2013 – Corte 

Constitucional 

En esta sentencia la Corte analizó si la decisión de 

las autoridades educativas de negar el 

nombramiento de docentes indígenas podía 

afectar los derechos de las comunidades a 

conservar su cultura, ejercer su autonomía y 

desarrollar su propio modelo educativo. La Corte 

explicó que la educación indígena no puede 

entenderse igual que la educación tradicional, 

porque cada pueblo tiene sus propias costumbres, 

lengua y formas de transmitir conocimiento. Por 

esta razón, la elección de los etnoeducadores debe 

contar con la participación de la comunidad y 

tener en cuenta sus características culturales.  

Este fallo mantiene la línea que había iniciado la 

Sentencia C-208 de 2007, donde la Corte señaló 

que la educación indígena necesita una 

protección especial por estar relacionada con la 

identidad cultural de los pueblos. También se 

relaciona con la Sentencia T-907 de 2011, porque 

ambas decisiones resaltan que las comunidades 

indígenas deben participar en las decisiones que 

afectan su educación. 

Esta decisión permitió que las 

comunidades indígenas tuvieran 

mayor participación en la elección 

de sus docentes y dejó claro que 

sus procesos educativos deben 

respetar sus propias formas de 

organización y aprendizaje. 

Sentencia T-871 

de 2013 – Corte 

Constitucional 

La Corte estudió la situación de los docentes 

indígenas y la importancia de su función dentro de 

las comunidades. En este caso se destacó que un 

etnoeducador no cumple solamente la tarea de 

enseñar materias, sino que también ayuda a 

conservar la lengua, las tradiciones y los 

conocimientos propios del pueblo indígena. La 

discusión principal fue establecer si las reglas 

generales del sistema docente podían aplicarse sin 

tener en cuenta la realidad cultural de estas 

comunidades. 

Esta sentencia continúa lo planteado en la T-049 

de 2013 y retoma los criterios de la Sentencia C-

208 de 2007 sobre la necesidad de respetar la 

autonomía indígena. La Corte mantiene la idea de 

que la educación propia debe construirse desde 

las necesidades y características de cada 

comunidad. 

El fallo ayudó a reconocer que el 

trabajo de los etnoeducadores 

tiene un valor cultural y social 

diferente al de un docente del 

sistema educativo común, por lo 

que requiere una protección 

especial. 

Sentencia SU-245 

de 2021 – Corte 

Constitucional 

En esta decisión la Corte revisó los problemas que 

enfrentaban los etnoeducadores debido a la falta 

de una regulación clara sobre su vinculación y sus 

condiciones laborales. La Corte señaló que la 

ausencia de una norma específica no podía 

justificar que estos docentes permanecieran en 

situaciones desfavorables. Por eso indicó que, 

mientras se construye una regulación adecuada 

Este fallo representa un avance frente a las 

decisiones anteriores, porque ya no se concentra 

únicamente en la selección de docentes, sino 

también en las condiciones que permiten que el 

sistema educativo indígena funcione 

correctamente. Retoma los aportes de la C-208 de 

2007, la T-049 de 2013 y la T-871 de 2013. 

Su importancia está en que 

impulsó una mayor protección 

para los etnoeducadores y mostró 

que la educación indígena 

necesita medidas especiales que 

tengan en cuenta sus 

características propias. 
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con participación de las comunidades, deben 

garantizarse sus derechos laborales.  
Sentencia SU-082 

de 2026 – Corte 

Constitucional 

La Corte analizó un conflicto relacionado con una 

institución educativa indígena y la aplicación de 

normas generales frente a una situación particular 

de la comunidad. En su decisión señaló que estos 

casos no pueden resolverse solamente aplicando 

reglas generales, sino que es necesario conocer el 

contexto cultural, las autoridades propias y la 

forma en que cada comunidad organiza su 

educación. 

Esta decisión sigue el camino desarrollado por la 

Corte en materia de protección de la diversidad 

cultural y educación indígena. Se relaciona 

especialmente con la C-208 de 2007, porque 

mantiene la idea de que los pueblos indígenas 

tienen derecho a desarrollar sus propios procesos 

educativos de acuerdo con sus características 

culturales. 

El fallo refuerza la importancia de 

analizar los casos indígenas desde 

un enfoque diferencial, evitando 

que las normas generales 

desconozcan la autonomía y la 

identidad de las comunidades. 

Nota. Elaboración propia a partir del análisis de las sentencias de la Corte Constitucional seleccionadas para la investigación.



 

6. Análisis de tendencias y coherencia de la línea jurisprudencial 

Dentro del análisis de tendencias hemos identificado, lo que hemos llamado, cuatro 

momentos en la evolución de esta línea jurisprudencial. Un primer momento relacionado con el 

inicio del reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas iniciando con el derecho a la 

autonomía, la consulta previa, el reconocimiento y valoración de la diversidad étnica y cultural lo 

que implica el reconocimiento y valoración de sus culturas, saberes, prácticas, usos, costumbres, 

cosmovisión, etc.  

Un segundo momento que nace con la “Sentencia Hito” de esta línea jurisprudencial que 

es la Sentencia C-208 de 2007, cuando exige la consulta previa en materia de educación por lo que 

los docentes indígenas o etnoeducadores no estaría sometidos al concurso de méritos tradicional 

establecido para el nombramiento de docentes. En su lugar se obliga a realizar concursos especiales 

donde se reconozca y valore los conocimientos de los pueblos indígenas. Esto llevó al 

nombramiento en provisionalidad a los docentes indígenas hasta que se concerté el concurso 

especial con todos los pueblos indígenas del país.  

Un tercer momento que se establece a partir de la Sentencia T-049 de 2013, dada la 

inexistencia de normas (vacío normativo) para el nombramiento de docentes indígenas, el no 

acuerdo para realizar el concurso especial y la inconstitucionalidad que representaba la 

provisionalidad indefinida de los docentes indígenas, la honorable Corte Constitucional ordenó el 

nombramiento en propiedad mediante concertación con la comunidad siguiente las normas 

existentes que para nuestro caso es la Ley 115 de 1994 y el Decreto 804 de 1995.  
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Un cuarto momento se da a partir de la sentencia SU-245 de 2021, cuando se ordena la 

creación de un sistema de equivalencias que es un escalafón especial para docentes indígenas. 

Hasta este tiempo venían nombrados en propiedad, pero no tenía derecho a ascender como los 

docentes del sistema general. Esto implicaba una violación del derecho a la igualdad. A raíz de 

esta sentencia se expide el Decreto 1345 de 2023 y el Decreto 481 de 2025 que crean el Sistema 

Educativo Indígena Propio SEIP y el sistema de equivalencias.   

6.1 Primer Momento 

Antes de 1991, los pueblos indígenas eran vistos bajo la Ley 89 de 1890 como sujetos en 

proceso de "reducción a la vida civilizada". Con la Sentencia C-139 de 1996, la Corte rompe 

definitivamente con esa visión colonial. Pasó de un enfoque integracionista (donde el indígena 

debía occidentalizarse) a un modelo de coexistencia paralela, donde los sistemas jurídicos nativos 

tienen el mismo rango constitucional que el sistema judicial ordinario. 

La terminología: "salvajes" y "reducción a la civilización" desconoce tanto la dignidad de los 

miembros de las comunidades indígenas como el valor fundamental de la diversidad étnica y 

cultural. Una concepción pluralista de las relaciones interculturales, como la adoptada por la 

Constitución de 1991, rechaza la idea de dominación implícita en las tendencias integracionistas. 

Los grupos étnicos, calificados hace un siglo como "salvajes", son considerados por la Constitución 

actual como comunidades culturales diferentes y las personas que las constituyen, en consecuencia, 

tratadas como portadoras de otros valores, con otras metas y otras ilusiones que las tradicionalmente 

sacralizadas con el sello de occidente. No son ya candidatos a sufrir el proceso benévolo de 

reducción a la cultura y a la civilización, sino sujetos culturales plenos, en función de la humanidad 

que encarnan, con derecho a vivir a tono con sus creencias y a perseguir las metas que juzgan 

plausibles, dentro del marco ético mínimo que la propia Constitución señala. (Corte Constitucional, 

C-139 de 1996). 
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La consagración constitucional del pluralismo y el reconocimiento de la diversidad étnica 

y cultural, le otorga fuerza jurídica, es decir la posibilidad de exigirse coercitivamente, una nueva 

concepción de sociedad y de país. Al consagrarse estos postulados en la Constitución se instituye 

el “principio de diversidad étnica y cultural” con miras a garantizar la pervivencia de las culturas 

y pueblos mediante el reconocimiento, valoración y protección de la diversidad que convive en 

nuestro país, propendiendo por relaciones de equidad social, solidaridad, respeto a la diferencia y 

armonía en la convivencia. Al catalogarse como “principio”, se convierte en directriz general para 

toda la nación, herramienta de interpretación de las leyes y fuente del derecho. Al respecto nos 

dice la Corte Constitucional en la Sentencia C-139 de 1996  

La eficacia del derecho a la diversidad étnica y cultural y el valor del pluralismo pueden ser logrados 

satisfactoriamente sólo si se permite un amplio espacio de libertad a las comunidades indígenas, y 

se deja el establecimiento de límites a la autonomía de éstas  (…) el reconocimiento de la sociedad 

moderna como un mundo plural en donde no existe un perfil de pensamiento si no una confluencia 

de fragmentos socio culturales, que se aleja de la concepción unitaria de "naturaleza humana", ha 

dado lugar en occidente a la consagración del principio constitucional del respeto a la diversidad 

étnica y cultural. (Corte Constitucional, C-139 de 1996) 

En otras de las providencias analizadas, la Corte Constitucional señala que el principio de 

diversidad étnica y cultural 

(…) no es simplemente una declaración retórica, sino que constituye una proyección, en el plano 

jurídico, de carácter democrático, participativo y pluralista de la república colombiana y obedece a 

“la aceptación de la alteridad ligada a la aceptación de la multiplicidad de formas de vida y sistemas 

de comprensión del mundo diferentes de los de la cultura occidental” (Corte Constitucional, SU-

510 de 1998) 

Así mismo, en la Sentencia T-523 de 1997 dice: 
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El Estado tiene la especial misión de garantizar que todas las formas de ver el mundo puedan 

coexistir pacíficamente, labor que no deja de ser conflictiva, pues estas concepciones muchas veces 

son antagónicas e incluso incompatibles con los presupuestos que él mismo ha elegido para 

garantizar la convivencia. En especial, son claras las tensiones entre reconocimiento de grupos 

culturales con tradiciones, prácticas y ordenamientos jurídicos diversos y la consagración de 

derechos fundamentales con pretendida validez universal. (…) En esta tarea, además, le está vedado 

imponer una concepción del mundo particular, así la vea como valiosa, porque tal actitud atentaría 

contra el principio de respeto a la diversidad étnica y cultural y contra el trato igualitario para las 

diferentes culturas, que él mismo ha reconocido (Corte Constitucional, T-523-1997) 

En conclusión, sobre este primer punto, podemos decir que el principio consagrado en el 

artículo 7º de la constitución merece un respeto y acatamiento altamente necesario, puesto que 

supone la aceptación de cosmovisiones y de estándares valorativos diversos, y que quieren 

mantenerse y fortalecerse, reconociendo que pueden ser hasta contrarios a los valores de una ética 

universalmente aceptada (Corte Constitucional, T-254-1994). 

Bajo este principio se sustenta un primer derecho que es la autonomía y autodeterminación 

de los pueblos indígenas. En las sentencias analizadas. la Corte se concentra en regular la vida 

interna de los resguardos (cómo sancionan sus propios delitos), pero también en proteger al 

individuo de posibles arbitrariedades de sus cabildos, para ello establece límites a la autonomía.  

Las comunidades indígenas son verdaderas organizaciones, sujetos de derechos y obligaciones, 

que, por medio de sus autoridades, ejercen poder sobre los miembros que las integran hasta el 

extremo de adoptar su propia modalidad de gobierno y de ejercer control social, de acuerdo a sus 

usos y costumbres, y siempre que no sean contrarias a la constitución ni la ley, es decir, sin 

desconocer el régimen unitario nacional (…) 

(…) Los derechos fundamentales, en tanto son inherentes a la persona humana, constituyen un 

verdadero límite al actuar de cualquier autoridad. La plena vigencia de los derechos fundamentales 

constitucionales en los territorios indígenas como límite al principio de diversidad étnica y 
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constitucional es acogido en el plano del derecho internacional, particularmente en lo que tiene que 

ver con los derechos humanos como código universal de convivencia y diálogo entre las culturas y 

naciones, presupuesto de la paz, de la justicia, de la libertad y de la prosperidad de todos los pueblos. 

(Corte Constitucional, T-254 de 1994) 

La autonomía es un precepto que consagra el autogobierno indígena, cuyo ejercicio puede ser 

limitado sólo por las disposiciones de la Carta y las expedidas por el legislador, que a su vez deben 

ser conformes a aquéllas. Ni el gobierno nacional ni las autoridades eclesiásticas están autorizadas 

por la Constitución para intervenir en la esfera del gobierno indígena. La posibilidad de señalar 

sanciones por faltas contra la moral, entendida ésta como el conjunto de usos y costumbres de la 

comunidad, no contraría las disposiciones de la Constitución Política. Por el contrario, es un 

desarrollo del campo de autonomía amplio otorgado a las comunidades por los artículos 7 y 246 de 

la Carta con el fin de preservar los usos y costumbres de éstas. "Las autoridades de los pueblos 

indígenas", no determinadas personas, son las llamadas a aplicar las sanciones. (Corte 

Constitucional, C-139 de 1996) 

Luego el foco cambia hacia el exterior. La tendencia se mueve a blindar el territorio 

indígena frente a las grandes políticas de Estado (explotación petrolera y aspersión aérea con 

glifosato). La Corte pasa de vigilar la justicia indígena a vigilar que el Estado no extinga 

culturalmente a las etnias a través del desarrollo económico o la lucha contra el narcotráfico. La 

tendencia más fuerte en este periodo fue la transformación de la consulta previa. Pasó de ser 

enunciada como un principio participativo formal a ser catalogada como un derecho fundamental 

autónomo y vinculante (Corte Constitucional, SU-039-1997), defendible a través de la acción de 

tutela y con la fuerza jurídica para suspender megaproyectos económicos o ambientales. 

La institución de la consulta a las comunidades indígenas que pueden resultar afectadas con motivo 

de la explotación de los recursos naturales, comporta la adopción de relaciones de comunicación y 

entendimiento, signadas por el mutuo respeto y la buena fe entre aquéllas y las autoridades públicas, 

tendientes a buscar: a) Que la comunidad tenga un conocimiento pleno sobre los proyectos 

destinados a explorar o explotar los recursos naturales en los territorios que ocupan o les pertenecen, 
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los mecanismos, procedimientos y actividades requeridos para ponerlos en ejecución. b) Que 

igualmente la comunidad sea enterada e ilustrada sobre la manera como la ejecución de los referidos 

proyectos puede conllevar una afectación o menoscabo a los elementos que constituyen la base de 

su cohesión social, cultural, económica y política y, por ende, el sustrato para su subsistencia como 

grupo humano con características singulares. c) Que se le de la oportunidad para que libremente y 

sin interferencias extrañas pueda, mediante la convocación de sus integrantes o representantes, 

valorar conscientemente las ventajas y desventajas del proyecto sobre la comunidad y sus 

miembros, ser oída en relación con las inquietudes y pretensiones que presente, en lo que concierna 

a la defensa de sus intereses y, pronunciarse sobre la viabilidad del mismo. Se busca que la 

comunidad tenga una participación activa y efectiva en la toma de la decisión que deba adoptar la 

autoridad, la cual en la medida de lo posible debe ser acordada o concertada. (Corte 

Constitucional, SU-039 de 1997) 

Existe una coherencia interna sobresaliente y armónica entre estas cinco sentencias. La 

Corte no se contradice; por el contrario, construye un edificio dogmático donde cada fallo es un 

ladrillo que sostiene al siguiente. En la Sentencia T-254/94 se dijo que la jurisdicción especial 

indígena no dependía de que el Congreso hiciera una ley. Dos años después, en la C-139/96, se 

ratificó esta soberanía al quitarle a los alcaldes ordinarios el poder de revisar o vetar las decisiones 

de los cabildos. La Sentencia SU-039/97 determinó que el territorio ancestral es un "espacio vital" 

espiritual y físico que va más allá de un título de propiedad en papel. Con base en esa misma 

premisa, la Sentencia SU-383/03 protegió los ecosistemas amazónicos de la fumigación aérea, 

entendiendo que alterar el hábitat biológico destruye la base de la cultura de la etnia. 

En todas las sentencias (especialmente en la T-254/94, T-349/96 y SU-510/98), la 

honorable Corte Constitucional mantuvo un criterio unificado e inamovible sobre los límites de la 

autonomía. Ninguna comunidad, por más autónoma que sea, puede violar el derecho a la vida, 

prohibición de tortura, desaparición forzada o esclavitud. 
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6.2 Segundo Momento 

La evolución de la jurisprudencia constitucional en materia de vinculación de docentes y 

etnoeducadores en comunidades indígenas puede comprenderse como un proceso en el que, a partir 

de una problemática inicial, la Corte Constitucional fue construyendo respuestas cada vez más 

concretas para garantizar una educación acorde con la identidad cultural de los pueblos indígenas 

Este proceso permite observar cómo los principios constitucionales relacionados con la diversidad 

étnica y cultural y la autonomía de las comunidades fueron adquiriendo una aplicación cada vez 

más específica en el ámbito educativo. De esta manera, las decisiones de la Corte fueron 

estableciendo criterios que permitieron orientar la actuación de las autoridades educativas frente a 

las particularidades de los pueblos indígenas y a las necesidades propias de sus procesos 

educativos. 

La línea jurisprudencial comienza con la Sentencia C-208 de 2007, en la cual la Corte 

Constitucional analizó la aplicación del Decreto-Ley 1278 de 2002 a los docentes y directivos 

docentes de comunidades indígenas. La Corte encontró que el régimen general de 

profesionalización docente no tenía en cuenta las particularidades culturales y educativas de estos 

pueblos, por lo que estableció que debía existir un tratamiento especial para su vinculación y 

formación. La importancia de esta decisión radica en que permitió reconocer que la aplicación de 

las reglas generales del sistema educativo no podía desconocer las características propias de las 

comunidades indígenas. En este sentido, la Corte tuvo en cuenta que la educación de estos pueblos 

se encuentra estrechamente relacionada con su identidad cultural, sus conocimientos, sus 

costumbres y sus formas particulares de organización. Por ello, la vinculación y formación de los 

docentes debía responder también a esas particularidades, evitando que la aplicación uniforme del 
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régimen general terminara afectando el desarrollo de la educación propia. Esta decisión se 

convirtió así en un punto fundamental para las decisiones posteriores relacionadas con la selección 

y vinculación de los etnoeducadores. (Corte Constitucional, C-208 de 2007) 

Después de esta decisión surgió un nuevo problema relacionado con la forma en que se 

estaban realizando los concursos de méritos. Por esta razón, en la Sentencia T-379 de 2011, la 

Corte determinó que, antes de reportar vacantes de instituciones que atienden población indígena 

a concursos generales, debía realizarse consulta previa con las comunidades cuando estas pudieran 

verse directamente afectadas. Así, la decisión anterior comenzó a aplicarse de manera más concreta 

en los procesos de vinculación docente. Con esta decisión, la Corte avanzó en la determinación de 

las consecuencias prácticas que tenía el reconocimiento de las particularidades de la educación 

indígena. La consulta previa adquirió especial importancia, debido a que la decisión sobre la 

provisión de una vacante podía incidir directamente en la organización educativa y cultural de la 

comunidad. De esta forma, la participación de los pueblos indígenas dejó de ser un elemento 

meramente general y pasó a relacionarse directamente con las decisiones administrativas sobre los 

cargos docentes que podían afectar sus procesos educativos. (Corte Constitucional, T-379 de 

2011). 

Posteriormente, en la Sentencia T-907 de 2011, apareció otro problema: varios 

etnoeducadores se encontraban vinculados provisionalmente y las autoridades negaban su 

nombramiento en propiedad por no haber participado en un concurso general de méritos. La Corte 

estableció que, mientras no existiera un régimen especial, los docentes podían ser nombrados en 

propiedad cuando fueran seleccionados de manera concertada con la comunidad y cumplieran los 

requisitos establecidos para la etnoeducación. Esta decisión permitió avanzar en la solución de una 



58 

 
situación que se había generado como consecuencia de la ausencia de una regulación especial para 

los docentes indígenas. La Corte consideró que la falta de dicho régimen no podía convertirse en 

una razón para mantener indefinidamente a los etnoeducadores en condición de provisionalidad. 

Por ello, adquirieron especial importancia elementos como la selección concertada con la 

comunidad, la formación en etnoeducación y el conocimiento de las características culturales y 

lingüísticas del pueblo al que prestarían sus servicios. De esta manera, se establecieron criterios 

más concretos para determinar la idoneidad de los docentes indígenas, teniendo en cuenta las 

necesidades particulares de la comunidad y no únicamente las reglas generales del sistema 

educativo. (Corte Constitucional, T-907 de 2011). 

Finalmente, en la Sentencia T-801 de 2012, se presentó un problema relacionado con la 

aplicación de las reglas que ya había establecido la Corte. Una autoridad administrativa no había 

aplicado correctamente el precedente al responder la solicitud de unos docentes indígenas. La 

Corte recordó que las autoridades administrativas deben respetar y aplicar el precedente 

constitucional, especialmente las reglas establecidas en la Sentencia T-907 de 2011. Este 

pronunciamiento resulta relevante porque muestra que la protección reconocida por la 

jurisprudencia debía trascender el ámbito de las decisiones judiciales y reflejarse también en las 

actuaciones de las entidades administrativas. En consecuencia, las autoridades educativas no 

podían desconocer los criterios establecidos por la Corte al momento de resolver las solicitudes 

relacionadas con la vinculación de los etnoeducadores. Esto permitió fortalecer la aplicación 

efectiva del precedente constitucional y establecer que las decisiones administrativas debían 

guardar coherencia con las reglas que ya habían sido desarrolladas en materia de educación 

indígena. (Corte Constitucional, T-801 de 2012). 
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De esta manera, las cuatro sentencias muestran una evolución coherente: primero se 

reconoció la necesidad de un tratamiento especial para los docentes indígenas (C-208 de 2007); 

después se estableció la necesidad de consultar a las comunidades frente a los concursos (T-379 

de 2011); posteriormente se fijaron criterios para el nombramiento en propiedad de los 

etnoeducadores (T-907 de 2011); y finalmente se exigió a las autoridades administrativas aplicar 

estos criterios (T-801 de 2012).  

Esta evolución permite advertir que la jurisprudencia constitucional no se limitó a 

reconocer de manera general el derecho de los pueblos indígenas a una educación acorde con su 

identidad cultural, sino que progresivamente fue estableciendo mecanismos concretos para 

garantizar su efectividad. En este sentido, el desarrollo jurisprudencial evidencia un tránsito desde 

el reconocimiento de la necesidad de un tratamiento especial para los docentes indígenas hacia la 

construcción de reglas específicas relacionadas con la consulta a las comunidades, la selección 

concertada, el nombramiento en propiedad y el deber de las autoridades administrativas de respetar 

el precedente constitucional. 

Asimismo, este segundo momento permite identificar que la vinculación de docentes y 

etnoeducadores en territorios indígenas no constituye únicamente un asunto relacionado con el 

acceso a un cargo dentro de la administración pública. Las decisiones analizadas muestran que la 

forma en que se seleccionan, vinculan y nombran estos docentes tiene una relación directa con la 

protección de la identidad cultural, la autonomía y la educación propia de las comunidades. Por 

esta razón, las autoridades educativas deben considerar las particularidades de cada pueblo y evitar 

que la aplicación de procedimientos generales desconozca los derechos reconocidos 

constitucionalmente a las comunidades indígenas. 
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En consecuencia, las decisiones estudiadas durante este segundo momento consolidan una 

línea jurisprudencial en la que los principios de diversidad étnica y cultural, autonomía y 

participación comienzan a traducirse en obligaciones concretas para las autoridades educativas. La 

Corte Constitucional pasa así de establecer la necesidad de un tratamiento diferenciado a precisar 

cómo debe materializarse dicho tratamiento en los procesos de vinculación docente, sentando las 

bases para el desarrollo posterior de la jurisprudencia sobre educación propia y etnoeducación. 

6.3 Tercer Momento 

Al revisar las decisiones de la Corte Constitucional relacionadas con los pueblos indígenas, 

se puede identificar cómo el reconocimiento de sus derechos ha ido adquiriendo un alcance más 

amplio con el paso del tiempo. Después de la Constitución Política de 1991, la Corte empezó a 

desarrollar la autonomía indígena, reconociendo que las comunidades tienen formas propias de 

organización, autoridades y prácticas culturales que deben ser respetadas dentro desde la 

constitución. 

En las primeras decisiones de la Corte, el enfoque estuvo principalmente en reconocer y 

proteger la identidad cultural y la autonomía de los pueblos indígenas. Con el tiempo, estos 

principios fueron tomando mayor alcance y empezaron a aplicarse en situaciones más específicas, 

como la educación. La Corte entendió que, para estas comunidades, la enseñanza no representa 

solamente la transmisión de conocimientos académicos, sino también un espacio donde se 

conservan la lengua, las costumbres, los saberes y las formas propias de entender el mundo. 

Un punto importante dentro de esta evolución se encuentra en la Sentencia C-208 de 2007, 

ya que a partir de esta decisión la Corte dejó claro que la educación indígena no podía ser entendida 
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bajo las mismas reglas aplicadas al sistema educativo general. La Corte reconoció que las 

comunidades indígenas tienen unas características culturales propias que deben ser respetadas, por 

lo que cualquier modelo educativo dirigido a ellas debe contar con su participación y responder a 

sus formas de vida, conocimientos y necesidades particulares. 

Posteriormente, esta discusión empezó a reflejarse en casos relacionados directamente con 

los etnoeducadores. En las sentencias T-049 de 2013 y T-871 de 2013, la Corte analizó la situación 

de los docentes indígenas y señaló que su labor no puede reducirse únicamente a la enseñanza de 

contenidos académicos. Dentro de las comunidades, estos docentes cumplen una función más 

amplia, pues participan en la conservación de la lengua, la transmisión de saberes propios y el 

fortalecimiento de la identidad cultural. 

A partir de estas decisiones se mantiene una idea constante dentro de la jurisprudencia: la 

educación indígena necesita un tratamiento especial porque está relacionada directamente con la 

permanencia cultural de los pueblos indígenas. Por esta razón, las decisiones sobre la organización 

educativa y la vinculación de docentes no pueden adoptarse ignorando la participación de las 

comunidades ni sus formas propias de organización. 

Esta línea tuvo un avance importante con la Sentencia SU-245 de 2021, donde la Corte 

reconoció que la situación de los etnoeducadores no podía resolverse únicamente mediante casos 

individuales, sino que requería una respuesta más amplia frente a la falta de regulación de la 

educación indígena. Con esta decisión se resalta la necesidad de construir un sistema educativo 

que garantice la participación de las comunidades y respete sus formas propias de enseñanza. 

(Corte Constitucional, SU-245 de 2021) 
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En la misma dirección, la Sentencia SU-082 de 2026 reafirma que los asuntos relacionados 

con pueblos indígenas deben analizarse teniendo en cuenta su contexto cultural y organizativo, 

evitando aplicar las normas generales sin considerar sus particularidades. (Corte Constitucional, 

SU-082 de 2026) 

6.4 Conclusiones 

En conclusión, la línea jurisprudencial muestra cómo la Corte pasó de reconocer la 

diversidad étnica como un principio constitucional a desarrollar una protección más concreta de la 

educación propia, la autonomía indígena y el papel fundamental de los etnoeducadores dentro de 

sus comunidades. 

Al realizar el análisis de las diferentes sentencias estudiadas, se puede observar cómo la 

Corte Constitucional ha tenido un papel importante en el reconocimiento y protección de los 

derechos de los pueblos indígenas. A través del tiempo, la jurisprudencia ha permitido comprender 

que la educación propia no es solamente un proceso de enseñanza dentro de una institución, sino 

una forma de conservar las tradiciones, la lengua, los conocimientos ancestrales y la identidad 

cultural de cada comunidad. 

Este recorrido por las decisiones judiciales también permite reconocer que las comunidades 

indígenas tienen formas propias de organizar sus procesos educativos y que estas deben ser 

respetadas por las autoridades del Estado. No se trata de aplicar las mismas reglas para todos los 

contextos, sino de entender que la diversidad cultural requiere soluciones que tengan en cuenta las 

características, necesidades y formas de vida de cada pueblo. 
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Asimismo, se evidencia que, aunque se han logrado avances importantes en el 

reconocimiento de la autonomía indígena y del papel de los etnoeducadores, todavía existen 

desafíos relacionados con la creación de normas claras, mejores condiciones laborales y una mayor 

participación de las comunidades en las decisiones que afectan su educación. Por esta razón, es 

fundamental continuar fortaleciendo espacios de diálogo y concertación entre el Estado y los 

pueblos indígenas. 

Finalmente, este análisis permitió comprender que proteger la educación indígena significa 

también proteger la historia, la cultura y la identidad de comunidades que han conservado sus 

conocimientos a través de generaciones. La autonomía indígena no debe verse como una 

excepción, sino como un reconocimiento de la riqueza cultural del país y como una garantía de 

que todas las comunidades puedan desarrollar sus procesos educativos de acuerdo con sus propios 

valores y necesidades. 
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